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Introducción

El presente trabajo tiene como objetivo realizar una identificación y evaluación de los impactos 
que proyectos mineros desarrollados por empresas canadienses en el territorio de ocupación 
tradicional del Pueblo Colla (Región de Atacama, Chile), están teniendo sobre los derechos 
humanos de este pueblo y sus miembros. Dado que en el desarrollo de esta evaluación se 
identificaron al menos seis proyectos mineros actualmente en desarrollo en el territorio del 
Pueblo Colla (tres en fase de explotación y tres en fase de exploración), se optó por el análisis 
en profundidad de los proyectos La Coipa y La Coipa Fase 7 (los cuales conforman una unidad 
productiva) impulsados por la empresa Kinross Gold Corporation de Canadá, a través de su 
filial chilena Compañía Minera Mantos de Oro, y su impacto en los derechos humanos de la 
comunidad Colla de Pai-Ote.

Para la realización de este estudio se ha utilizado como referencia la guía metodológica 
Todo Derecho para evaluaciones de impacto en los derechos humanos (EIDH) basadas en la 
comunidad (Oxfam y Federación Internacional de Derechos - FIDH, 2011). Se trata de una 
metodología que busca proveer de herramientas a las comunidades y a las organizaciones de 
la sociedad civil para medir el impacto real o potencial de un proyecto de inversión sobre los 
derechos humanos, tomando como marco de referencia los derechos humanos y los Principios 
Rectores (PR) de Naciones Unidas sobre Empresas y Derechos Humanos (Consejo de Derechos 
Humanos, Naciones Unidas, 2011). Esta metodología, además, permite la elaboración de 
recomendaciones que pueden servir como base e insumo para promover diálogos horizontales 
entre las comunidades y los agentes públicos y privados implicados en los proyectos de 
inversión, los cuales, generalmente, se desarrollan en contextos de asimetría de información.

La evaluación se hizo con la participación activa de la Comunidad Colla de Pai-Ote, lo que 
permitió identificar los principales proyectos mineros de capitales canadienses en el territorio 
de uso y ocupación tradicional de esta comunidad, así como los principales impactos reales y 
potenciales de dichas iniciativas. El trabajo de campo inicial se llevó a cabo entre los días 15 y 
17 de septiembre de 2017 por Felipe Guerra, realizándose dos entrevistas semiestructuradas 
con comuneros titulares de la Comunidad Colla de Pai-Ote. (Ver Anexo 1). Las entrevistas, tal 
y como lo exige la metodología de EIDH, se centraron en la identificación de los principales 
proyectos mineros de capitales canadienses en el territorio de la Comunidad Colla de Pai-Ote, 
en los impactos reales y potenciales de dichos proyectos en la comunidad y en sus formas de 
ocupación y uso del territorio, estrechamente vinculadas con su sistema de vida y costumbre. 
El trabajo de campo coincidió con las actividades de trashumancia de la Comunidad Colla de 
Pai-Ote y la concurrencia del fenómeno natural conocido como desierto florido. Además, se 
realizó una visita a la Quebrada de Paipote, parte del territorio de ocupación tradicional de esta 
comunidad trashumante, para luego conocer algunos de los proyectos mineros canadienses 
emplazados en la precordillera y accesibles durante esa época del año (finales del período 
invernal de 2017). Esto permitió conocer y conversar con otros comuneros de la Comunidad 
Colla de Pai-Ote, y observar in situ el desarrollo de sus actividades de trashumancia, así como 
algunos de los impactos que los proyectos mineros han provocado sobre bienes naturales 
comunes de uso tradicional de la comunidad, tales como vegas, bofedales y acuíferos que 
alimentan estos ecosistemas altoandinos.
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Las entrevistas iniciales fueron complementadas por el trabajo de campo desarrollado 
posteriormente por José Aylwin entre los días 1 y 4 de febrero de 2018. En dicha ocasión, junto 
con realizarse una entrevista en profundidad a Ercilia Araya, presidenta de la comunidad de 
Pai-Ote, se visitó el territorio de ocupación tradicional de esta comunidad, incluyendo sus 
áreas de pastoreo hasta el Salar de Maricunga. También se intentó visitar la mina La Coipa y el 
proyecto La Coipa Fase 7 de la compañía Kinross, sin ser autorizados a entrar al recinto donde 
esta empresa opera.

Junto a ello, con fecha 4 de junio de 2018, José Aylwin realizó una entrevista a los representantes 
de la misma empresa, incluyendo a Guillermo Contreras, Cristina Fernández y Ximena Matas, en 
las oficinas de Kinross en Santiago, entrevista que fue respondida por escrito por Guillermo 
Contreras, Gerente de Responsabilidad Corporativa y Relaciones Comunitarias de la empresa 
con fecha 10 de julio del mismo año. De la misma manera, en mayo de 2018 se solicitó una 
entrevista con la Embajada de Canadá en Chile para recabar la visión del Estado canadiense 
sobre las inversiones mineras de ese país fuera de Canadá y los derechos humanos e indígenas, 
y sobre la actividad de la minera Kinross en el caso de los proyectos objeto de esta EIDH. Dicha 
entrevista fue respondida por escrito por Margot Edwards, Comisionada de Comercio de dicha 
Embajada, con fecha 21 de junio de 2018. 

Finalmente, con fecha 23 de enero de 2020, José Aylwin junto a Lorena Arce, encargada del 
Programa de Biodiversidad y Alternativas al Desarrollo del Observatorio Ciudadano, sostuvieron 
una reunión con alrededor de treinta integrantes de la Comunidad Colla de Pai-Ote en la ciudad 
de Copiapó. Posteriormente, los días 24 y 25 del mismo mes, visitaron el territorio de ocupación 
tradicional de la comunidad. Ello a objeto de informar de la conclusión y publicación de esta 
EIDH, así como para precisar información relativa a la situación actual que viven sus integrantes 
y a los impactos de las actividades de Kinross en el área.

La información recopilada a través del trabajo de campo y de las entrevistas referidas fue 
complementada con aquella disponible en las fuentes relativas al Pueblo Colla, a los proyectos 
mineros (expedientes de evaluación ambiental, procedimientos sancionatorios y causas 
judiciales), así como con el marco jurídico nacional e internacional aplicable a las empresas 
y a los derechos de los pueblos indígenas. Finalmente, la información anterior se integró con 
aquella actualizada obtenida por medio del uso de la Ley Nº 20.285 de 2008, que establece 
un procedimiento para acceder a la información que se encuentra en poder de órganos de la 
Administración del Estado.

En lo que sigue, el presente documento de trabajo se organiza en seis apartados. En su primera 
parte contiene antecedentes tanto del Pueblo Colla, su historia y economía como de la Comunidad 
Colla de Pai-Ote. En la segunda parte se hace una breve descripción de los proyectos mineros 
de origen canadiense identificados que actualmente operan en el territorio de ocupación 
tradicional del Pueblo Colla. En la tercera parte se analizan los proyectos mineros La Coipa y 
La Coipa Fase 7, impulsados por la empresa Kinross en el mismo territorio. En la cuarta parte 
se analizan los impactos en derechos humanos que estos proyectos que conforman la unidad 
productiva de La Coipa generan en la comunidad Colla de Pai-Ote. En el quinto apartado se 
examina las responsabilidades que consideramos corresponden en esta afectación de derechos 
humanos a la empresa Kinross, así como a los Estados involucrados (Chile y Canadá). Finalmente, 
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se formula un conjunto de recomendaciones orientadas tanto a la empresa Kinross como a los 
Estados de Chile y Canadá, por sus responsabilidades en la desprotección y afectación de los 
derechos de la Comunidad Colla de Pai-Ote.

Agradecemos a todos, en especial a la Comunidad Colla de Pai-Ote, así como también a 
la representación de la Embajada de Canadá en Chile y a los representantes de Kinross en 
Chile, quienes accedieron a ser entrevistados o enviaron información escrita para hacer 
posible esta EIDH.

Agradecemos también el apoyo brindado por el Social Sciences and Humanities Research 
Council (SSHRC) de Canadá a través de un proyecto coordinado por la Dra. Terry Mitchell de la 
Wilfrid Laurier University, que hizo posible la elaboración de esta investigación y su publicación. 
Igualmente, agradecemos al Consorcio Latinoamericano de Posgrado en Derechos Humanos, 
integrado por la Facultad de Derecho de la Universidad Austral de Chile, a la que los autores 
estamos vinculados, y a su proyecto sobre Políticas de regulación de las empresas trasnacionales 
por violaciones a los derechos humanos en América Latina, que cuenta con el apoyo de la 
Fundación Ford, el que también colaboró al desarrollo de esta investigación. También hacemos 
extensivo este agradecimiento a la International Land Coalition (Coalición Internacional para 
el Acceso a la Tierra) a través de su proyecto “Community Land Protection Learning Initiative”, 
por el apoyo brindado en el desarrollo de esta EIDH, especialmente en la identificación de 
inversores detrás de la empresa Kinross Gold Corporation de Canadá, así como en la publicación 
de esta EIDH. Finalmente queremos reconocer al Observatorio Ciudadano, organización no 
gubernamental de promoción y defensa de derechos humanos a la que ambos autores de este 
informe pertenecemos, por su respaldo a la realización de esta investigación.

Esperamos que esta EIDH aporte antecedentes a los tomadores de decisiones, tanto de los 
Estados como de las empresas involucradas, en relación a los impactos en derechos humanos 
que los proyectos mineros aquí analizados han tenido en los derechos de los pueblos indígenas, 
en este caso la Comunidad Colla de Pai-Ote. Ello, al objeto de reparar las graves consecuencias 
que estos ya han tenido, y prevenir aquellas que puedan tener en el futuro. Esperamos, además, 
que esta EIDH pueda ser de utilidad para la Comunidad Colla de Pai-Ote para el reconocimiento 
y protección de su territorio de ocupación tradicional, de sus ecosistemas y de sus formas de 
vida tradicionales, hoy severamente afectados por la actividad minera.



- 8 -

EIDH DE PROYECTOS MINEROS CANADIENSES EN TERRITORIO COLLA EN CHILE: 
EL CASO DE KINROSS Y LA COMUNIDAD PAI-OTE

1.		 Antecedentes del Pueblo Colla

a.	 Los Colla de Atacama 

Los Colla son un pueblo originario que ha habitado desde tiempos inmemoriales y de manera 
dispersa el extenso territorio comprendido entre las quebradas del Desierto de Atacama y la 
Cordillera de los Andes, ubicado en lo que es hoy la Región de Atacama en el norte de Chile, el 
extremo meridional del sur de Bolivia y el noroeste de Argentina. 

Si bien el etnónimo “colla” fue usado para nombrar a los indígenas de la zona altiplánica del 
lago Titicaca (meseta del collado), lugar donde estuvo emplazado el reino Colla en los períodos 
prehispánico y colonial, los actuales Colla de la Cordillera de Chañaral y Copiapó no comparten 
dicho origen étnico (Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato, 2008; Molina, 2013). Bajo 
el dominio hispano, las agrupaciones indígenas originarias y las colonias de mitmakunas 
establecidas en esa zona por los inka, fueron sometidas al sistema de encomiendas, mitas y 
yaconazgo, lo que significó la confiscación de sus tierras, la imposición del trabajo forzado y el 
traslado de diversos grupos indígenas de sus territorios de origen (Comisión de Verdad Histórica 
y Nuevo Trato, 2008). 

Con la emergencia de los Estados nacionales durante el siglo XIX, el territorio y las dinámicas 
de desplazamiento de este pueblo fueron fuertemente impactados, principalmente por los 
conflictos fronterizos que le siguieron (Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato, 2008). 
Durante este período se generan nuevos flujos migratorios de grupos indígenas hacia este lado 
de la Cordillera de Chañaral y Copiapó, principalmente desde el sur de Bolivia y el noroeste 
de Argentina, provenientes de los poblados del Valle de Fiambala y de la Puna de Atacama en 
búsqueda de mejores pastos para el ganado e intentando articularse en las actividades mineras, 
abastecimiento de pueblos y asentamientos del desierto (Comisión de Verdad Histórica y Nuevo 
Trato, 2008)1. Sin embargo, la llegada de estos grupos indígenas a esos territorios cordilleranos 
no fue un fenómeno nuevo, ya que estas áreas eran frecuentadas desde tiempos inmemoriales 
en sus viajes trasandinos (Molina, 2013). Estas migraciones colla, y en algunos casos atacameñas, 
se unieron en la cordillera de Copiapó y Chañaral a las familias del antiguo Pueblo de Indios de 
San Fernando de Copiapó y a algunas que provenían de valles del Norte Chico, estableciéndose 
vínculos familiares, de trabajo, de amistad y de coexistencia, y compartiendo la suerte de los 
crianceros de la cordillera (Molina, 2013). Esto incrementó la diversidad étnica en la zona, pero 
siempre vinculada a una cosmovisión andina con participación de elementos culturales locales 
(Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato, 2008).

De esta forma, el origen étnico de los Colla de Atacama corresponde a grupos móviles o 
nómadas que se asentaron en la cordillera producto de flujos migratorios durante la ocupación 
inka, el período colonial y republicano, y que incluyen a familias y personas de origen 
atacameño, antiguos diaguitas, aymaras, miembros del Pueblo de Indios de San Fernando de 
Copiapó y algunos mestizos (Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato, 2008). Lo anterior ha 

1	 Los linajes Ramos, Quispe, Marcial, Reinoso, Morales, Villanueva, Cruz, Bayón, Jerónimos, Quirogas, Araya, 
Cardoso y Bordones, llegaron del otro lado de la cordillera, desde Argentina y Bolivia (Molina, 2013).
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determinado que uno de los indicadores iniciales de la identidad colla en Copiapó y Chañaral 
sea la pertenencia a los troncos familiares de una o más personas provenientes de la puna y 
los valles circumpuneños del noroeste argentino, y explicaría que el etnónimo “colla” en estos 
territorios aparezca con esas primeras migraciones, siendo sinónimo de indígena trashumante, 
nómada o viajero (Molina, Pérez y Segovia, 2012).2 

De acuerdo al Censo de Población y Vivienda de 2017 (Instituto Nacional de Estadísticas, 2018), 
en la actualidad la población que se autoidentifica como colla alcanza las 20.744 personas, lo 
que representa un 0.9% de la población indígena del país. Aun cuando los colla se organizaban 
antiguamente en base a troncos familiares unidos fundamentalmente por las actividades 
crianceras trashumantes antes referidas, hoy se agrupan en comunidades establecidas en base 
a la Ley Nº 19.253 de 1993, que “Estableció normas sobre protección, fomento y desarrollo de 
los indígenas, y crea la Corporación Nacional De Desarrollo Indígena” (también conocida como 
“Ley Indígena”). En efecto, tras la dictación de dicha legislación, se reconoció a los colla como 
“etnia” y comenzaron a formarse las primeras comunidades jurídicas en Río Jorquera y sus 
afluentes, Quebrada de Paipote y Diego de Almagro (Potrerillos). Posteriormente, se formaron 
otras comunidades jurídicas, como la de Pastos Grandes, Sinchi Waira y Pai-Ote, con las que 
comparten o compartieron los mismos territorios tradicionales de trashumancia. Todas estas 
comunidades presentan patrones de residencia rural-urbana, como ocurre con todos los 
pueblos indígenas del norte del país. 

En la actualidad, existe un total de 55 comunidades colla con personería vigente que se 
encuentran inscritas en el registro de comunidades de Atacama de la Corporación Nacional 
De Desarrollo Indígena (CONADI), aproximadamente la mitad de las cuales, sin embargo, sería 
de carácter urbano3. En cuanto a las tierras reconocidas al Pueblo Colla, el Registro de Tierras 
de la misma entidad da cuenta de un total de 9.009 hectáreas inscritas en favor de dichas 
comunidades4. Se trata de una cifra abiertamente insuficiente en relación a tierras de ocupación 
tradicional, las que, de acuerdo a Molina (2013), fueron estimadas por el Estado en alrededor de 
800.000 hectáreas5.

2	 En efecto, en su Diccionario de Voces del Norte de Chile, Bahamonde describe al “Colla” como el “eterno viajero de la 
puna, [al que] suele vérsele con su vestimenta típica con más frecuencia por el lado argentino. Sin embargo, aparece 
ocasionalmente en los pueblos chilenos de San Pedro de Atacama a El Salvador y Potrerillos” (Bahamonde, 1978).

3	 CONADI (Ministerio de Desarrollo Social y Familia). Respuesta a solicitud de información  de Felipe Guerra (código de 
solicitud Nº AI002T0005971), de 17 de diciembre de 2019.

4	 Ibíd. De acuerdo a la información de CONADI, las comunidades a cuyo nombre están inscritas en el Registro de Tierras 
Norte de esta entidad incluyen Sinchi Wayra, Comunidad Indígena Kolla Pastos Grandes (con  un total de 1.352 hectáreas), 
la Comunidad Indígena Colla Diego de Almagro (con 1.452 hectáreas), la Comunidad Indígena Colla de Río Jorquera y 
sus afluentes (con 6.104 hectáreas) y la Comunidad Indígena Colla Serranía de Poblete (con 101.37 hectáreas). La última 
inscripción de tierras en el Registro fue realizada en 2010, sin que existan nuevas inscripciones desde entonces.

5	 Tal como señala Molina (2013): “[e]l reconocimiento de las tierras fue un proceso que comenzó con la demarcación 
territorial Colla, realizada en virtud de la Ley Indígena. El mandato legal se puso en práctica a través del Acuerdo 
Marco entre la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y el Ministerio de Bienes Nacionales, firmado en 1994. Las 
primeras demarcaciones de comunidades collas se efectuaron entre 1996 y 1997. En Río Jorquera, el territorio alcanzó 
una superficie de 451.957 hectáreas, incluyendo 223 vegas, 171 aguadas y varios campos de pastoreo. En la Quebrada 
Paipote, el territorio demarcado fue de 289.941 hectáreas, con 75 vegas, 38 aguadas y varios campos de pastoreo. 
En Potrerillos, debido a la existencia de propiedades de CODELCO-División El Salvador, la superficie territorial de la 
comunidad se sobrepone a las propiedades mineras” (p. 105).
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b.	 La economía colla

En la primera mitad de siglo XX, la economía colla –base de la ocupación y uso tradicional del 
territorio por parte de este pueblo– se basó fundamentalmente en el desarrollo de actividades 
ganaderas, agrícolas y de caza y recolección, complementadas por la actividad pirquinera y la 
arriería (Molina, 2013). Durante todo ese período, la producción y el intercambio de la economía 
colla se articuló en torno a los centros mineros, oficinas salitreras y abastecimiento de pequeños 
poblados a los que arribaban con diversos productos (ganadería, textiles, leña, carbón y algunos 
objetos manufacturados) (Molina, 2013). A partir de la segunda mitad del siglo XX, la economía 
del Pueblo Colla sufrió importantes transformaciones debido a diversos factores, tales como 
la ocurrencia de ciclos de sequías, la contaminación de zonas de pastoreo por los humos de la 
fundición de Potrerillos y la creciente conflictividad asociada a la tenencia de la tierra, todo lo 
cual provocó la pérdida de importantes zonas de pastoreo, la reducción de la masa de ganado y 
el desplazamiento y repliegue de los collas a zonas cada vez más aisladas. Asimismo, durante ese 
período la obligación de escolarización de los niños causó un importante cambio residencial, 
obligando a mujeres e hijos, así como a familias completas, a migrar de las zonas de pastoreo a 
centros urbanos (Molina, 2013). 

Tras el golpe de Estado de 1973, se dictó una serie de decretos y bandos militares que terminaron 
con la pequeña minería colla, principalmente a través del control del uso de explosivos6. Durante 
este período se prohibió la extracción de leña y la confección de carbón en las quebradas de 
la cordillera con fines de conservación, e incluso se impidió durante algún tiempo la tenencia 
de caprinos7. Se aumentó el control militar en las zonas fronterizas, primero para evitar el paso 
de perseguidos políticos y, luego, a causa del conflicto por el diferendo austral argentino–
chileno de 1978, lo que obstaculizó tanto las relaciones e intercambios transandinos como el 
desarrollo de la trashumancia colla (Molina, 2013)8. Estos y otros cambios sociales, económicos y 
ambientales, provocaron entre los collas procesos de migración a centros mineros y urbanos, e 
incluso incentivaron su regreso a poblados transandinos, generándose una paulatina reducción 
de la población dedicada a las actividades del campo, al mismo tiempo que una diversificación 
y complejización de las estrategias de sobrevivencia, ampliando el escenario de relaciones 
interculturales (Molina, 2013).

El territorio de ocupación y uso ancestral de los colla incluye el llamado “Cinturón de Oro de 
Maricunga”, “Franja de Maricunga” o “Distrito de Maricunga”, uno de los distritos auríferos más 
importantes del país, que hoy se encuentra bajo una fuerte presión debido a la instalación 
de mega proyectos mineros. La actual presión minera en este sector ha sucedido de manera 
simultánea al proceso de emergencia étnica en Chile a partir de la década de los 90, lo que vino 

6	 De estas restricciones y regulaciones da cuenta don Segundo Araya Bordones, comunero de la Comunidad Colla de 
Pai-Ote, en entrevista realizada por el autor de este informe. En particular, don Segundo Araya comentó que él era 
pirquinero y que el control y limitaciones al uso de explosivos lo obligaron a abandonar dicha actividad (Segundo Araya 
Bordones, entrevista, 16 de septiembre de 2017).

7	 Estas restricciones impuestas durante la dictadura, han sido asociadas como el motivo que llevó a las tres hermanas 
colla Quispe a degollar su ganado y perros, para luego suicidarse en junio de 1974 (Molina, 2013).

8	 De esto da cuenta doña Ercilia en su entrevista: “En la dictadura militar a nosotros no nos dejaban ir a la cordillera, 
porque ahí, donde nosotros vamos a veranada, hay una hora pa’ Argentina. Hubo amenazas de muerte [de parte de 
militares]. A mi papá le pegaron. Entonces fueron como 20 años que nosotros no podíamos ir a nuestro territorio” (Ercilia 
Araya, entrevista, 15 de septiembre de 2017).
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a complejizar las relaciones interculturales en las zonas cordilleranas de la Región de Atacama, 
especialmente con las grandes empresas mineras. Sin embargo, el proceso de conformación 
de la identidad colla no ha estado exento de contradicciones y prejuicios, expresados en 
algunas oportunidades en una falta de reconocimiento y puesta en duda de la legitimidad de 
las comunidades constituidas, lo que se ha hecho patente en los procesos de demarcación y 
titulación de sus territorios, reconocimiento de sus aguas y, como se verá, en el contexto de los 
procedimientos de evaluación de impacto ambiental de proyectos mineros. 

Hoy, la ocupación y uso del territorio por parte del Pueblo Colla sigue sustentándose 
fundamentalmente en la ganadería, cultivos de pequeña escala y pequeña minería 
(Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato, 2008; Molina, 2013). En el caso de la ganadería, 
esta es predominantemente caprina, mular, caballar, ovina y, en menor medida, auquénida, 
y se desarrolla en un sistema trashumante, tipo de pastoreo que se lleva a cabo arriando a 
través de largas distancias el ganado, dado los ciclos de sequía que determinan la escasez 
o abundancia de pastos en el desierto. De esa forma, y en razón de la disponibilidad de 
alimento para los animales, este sistema de pastoreo “considera [el] uso de pisos ecológicos 
diferenciados por la altura, denominados invernadas y veranadas” (Comisión de Verdad 
Histórica y Nuevo Trato, 2008: 208). 

c.	 Comunidad Colla de Pai-Ote

La Comunidad Colla de Pai-Ote está actualmente integrada por alrededor de 60 personas, hoy 
asentadas en igual proporción en la Quebrada de Paipote y en el sector urbano de Paipote, 
comuna de Tierra Amarilla, próximo a Copiapó, capital de la Región de Atacama en el norte de 
Chile. El territorio de uso y ocupación tradicional de la comunidad, sin embargo, es mucho más 
amplio, incluyendo el denominado “Cinturón de Oro de Maricunga”, en la zona cordillerana de la 
región de Atacama, donde hoy se impulsan numerosos proyectos de exploración y explotación 
minera, entre ellos La Coipa y La Coipa Fase 7. 

Aunque en menor medida que en el pasado, muchos integrantes de la comunidad se dedican 
a la crianza de ganado caprino y ovino, la cual se desarrolla en un sistema trashumante que 
considera el uso de pisos ecológicos en función de las estaciones del año –invernadas y 
veranadas– y de las precipitaciones, haciendo un uso extensivo y rotativo del territorio. En 
efecto, durante la época de verano sus integrantes utilizan principalmente desde la Quebrada 
de Bravos en el noreste hasta la Quebrada del Medio en el sur, usando las zonas de pastos 
de los bofedales y lagunas altoandinas. En cambio, durante el invierno, y dependiendo de la 
disponibilidad hídrica, la comunidad arría sus piños9 de animales a caballo desde la Cordillera 
de los Andes hasta terrenos más bajos, llegando incluso algunos años hasta la zona costera de 
Carrizal Bajo, cerca del Parque Nacional Llanos del Challe, en un trayecto de aproximadamente 
200 km (Comunidad Colla de Pai-Ote, 2016). Dicha dinámica está directamente asociada al 
fenómeno natural llamado desierto florido, el cual es conocido desde tiempos ancestrales como 

9	 Un piño es un conjunto de animales, generalmente de carácter comunitario. En cada piño hay animales de propiedad 
de distintos comuneros. Además, cuando se vende un animal, las ganancias se reparten entre los integrantes de la 
comunidad. 
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“travesía”, debido a que les permite cruzar el valle en dirección a la costa (Comunidad Colla de 
Pai-Ote, 2016)10. 

En cuanto a sus características geográficas, climáticas y vegetacionales, la parte alta del territorio 
de la comunidad tiene un clima frío de montaña, con mayor abundancia de aguas, en tanto que 
las partes más bajas son más áridas debido a la escasez de precipitaciones de invierno y los 
frecuentes períodos de sequía. En verano se producen precipitaciones asociadas al invierno 
boliviano, lo que determina la existencia de vegetación en los fondos de quebradas y valles. 
Entre los 3.000 y 3.500 m.s.n.m. se desarrolla la formación vegetacional del Tolar y entre los 
3.600 a los 4.300 m.s.n.m. aparece la formación vegetacional del Pajonal. La hidrografía del 
territorio está representada por el escurrimiento del río Jorquera y sus afluentes, el río de la Sal, 
que corresponde a una cuenca endorreica, y por las numerosas aguadas y vegas aisladas. En 
cuanto a la fauna, se identifica la presencia de guanacos y zorros bajo los 3.500 m.s.n.m. y sobre 
este ocurre el hábitat de vicuñas en la puna de Copiapó (Dirección General de Obras Públicas, 
Ministerio de Obras Públicas, 2012).

Principales sectores que forman el territorio ocupado por la Comunidad Colla Pai-Ote

SECTOR PATRÓN DE OCUPACIÓN
Quebrada Paipote (Desde la junta con la quebrada Los Cóndores hasta 
su nacimiento) Invernada y Veranada

Quebrada San Miguel (Toda la quebrada y sus tributarios) Invernada y Veranada

Quebrada San Andrés (Toda la quebrada y sus tributarios) Invernada

Río El Patón-Llano Leoncito Veranada

Quebrada Carrizalillo-Placetones Veranada

Vegas río Astaburruaga-Laguna Negro Francisco Veranada

Quebrada Santa Rosa Veranada

Quebrada Pastillo Grande Veranada

Quebrada Pastillo Chico (Las Cluecas) Veranada

Quebrada y vega Ciénaga Redonda Veranada

Quebrada de Chañaral Alto Invernada y Veranada

       Fuente: Molina, Pérez y Segovia (2012, p. 19). 

10	 En forma coincidente con esta descripción, Molina y Pérez (2012) dan cuenta del espacio territorial ocupado por la 
Comunidad Colla de Pai-Ote al señalar:

	 “El territorio ocupado por la Comunidad Colla Pai Ote en actividades económicas y productivas, y en el asentamiento 
permanente y temporal, comprende la zona de las Quebradas y serranías de la precordillera de los Andes o Cordillera de 
Domeyko, e incluye la cuenca del Salar de Maricunga y Laguna del Negro Francisco, en la cordillera de los Andes. 

	 Los deslindes generales señalados por la comunidad colla de Pai-Ote, en virtud de las ocupaciones ganaderas, se 
extienden en sentido Norte a Sur, desde la Quebrada Mostazal  (Chañaral Alto), hasta la divisoria de Aguas entre la 
Quebrada del Romero y San Miguel con la Quebrada de Carrizalillo, e incluye además las tierras altas en la Quebrada 
de Carrizalillo, desde la vega Junta de Placetones hasta el Cordón del Gato. En sentido Este a Oeste, los territorios de la 
comunidad abarcan desde La Junta de la Quebrada de Paipote con la Quebrada de Los Cóndores hasta la cuenca del 
Salar de Maricunga y Laguna del Negro Francisco en el altiplano de Copiapó, llegando su deslinde, en algunos tramos, 
cerca de la línea divisoria internacional con la República Argentina” (p. 4).
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La trashumancia de la comunidad se desarrolla con un profundo respeto hacia la naturaleza y 
el entorno, lo que motiva la ordenación del territorio a través de la rotación de los lugares de 
levantamiento de ranchos (estancia esporádica de la trashumancia) y las zonas de pastoreo11. 
De especial importancia para la comunidad son las vegas, bofedales y lagunas cordilleranas, 
así como los acuíferos que los alimentan, no solo debido a que son fuentes naturales de agua 
dulce, recurso escaso en el Desierto de Atacama, sino también porque estos lugares tienen 
una importancia para el desarrollo de su vida espiritual y cosmovisión. En efecto, la comunidad 
mantiene una relación estrecha con los territorios que ocupa o utiliza de una u otra manera, y 
cultiva hasta el día de hoy un profundo respeto por todas las formas de vida (biodiversidad) 
presentes en los distintos ecosistemas del desierto. Ello llevó a la Comunidad Colla de Pai-Ote 
el 2019 a incorporarse al Consorcio de Territorios y Áreas Conservadas por Pueblos Indígenas y 
Comunidades Locales (TICCA), el que promueve la gobernanza local y efectiva de los territorios 
y la conservación de la naturaleza, a fin de manifestar la vocación de sus integrantes por el 
cuidado y protección de todas las formas de vida humanas y no humanas de su territorio.12

A la actividad ganadera trashumante se suman otras actividades económicas desarrolladas 
desde antaño por los integrantes de la comunidad, como la agricultura –hoy severamente 
afectada por la crisis hídrica–, la recolección y la minería artesanal a pequeña escala.

La Comunidad Colla de Pai-Ote tiene una existencia de larga data, constituyéndose legalmente 
el 26 de diciembre de 2001, adquiriendo su personería jurídica como comunidad indígena 
en base a la Ley Indígena. Una de sus principales reivindicaciones ha sido el reconocimiento 
y titulación en propiedad por el Estado de sus tierras de ocupación tradicional, demanda 
formulada desde su conformación y hasta ahora insatisfecha. 

En efecto, en base a la Ley Indígena, a partir del Acuerdo Marco entre la Corporación Nacional 
de Desarrollo Indígena (CONADI) y el Ministerio de Bienes Nacionales, firmado en 1994, se 
efectuaron las primeras demarcaciones de tierras a comunidades colla entre los años 1996 y 
1997. Aunque dicho proceso culminó con la demarcación de importantes extensiones de 
territorio, las trasferencias de tierras a las comunidades fueron mucho menores, reconociéndose 
así solo una fracción menor de sus territorios de uso y ocupación ancestral, la que, como se 
señalaba, alcanza alrededor de 9 mil hectáreas en total. La Comunidad Colla de Pai-Ote, sin 
embargo, continúa sin obtener reconocimiento legal de sus tierras de ocupación tradicional, 
a pesar de contar con asentamientos permanentes en la Quebrada de Paipote y hacer uso de 
diversas vegas y bofedales altoandinos en sus actividades de trashumancia. De acuerdo a Ercilia 
Araya, Presidenta de la comunidad, ello estaría estrechamente relacionado a la oposición que 
sus integrantes han manifestado a los proyectos mineros impulsados en su territorio ancestral, 
en contraste con aquellas comunidades que tienen una postura proclive a la suscripción de 
acuerdos con las compañías mineras presentes en el área, las que han sido dotadas de tierras 
por el Estado de Chile en los últimos años13. 

11	 Tal como señala Ercilia Araya, Presidenta de la Comunidad Colla de Pai-Ote: “Son nuestros los humedales y nuestros 
animales no hacen daño porque siempre supone equilibrio. Ellos [los animales] talan y después viene el brote nuevo, 
incluso ellos dejan abono y eso le ayuda a los bofedales, pero ellos [CONAF] no lo entienden” (Ercilia Araya, entrevista, 
15 de septiembre de 2017).

12	  Ver: Consorcio TICCA (s/f ). 

13	  Ercilia Araya, entrevista, 3 de febrero de 2018.
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Actividad ganadera trashumante de la Comunidad Colla Pai-Ote
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Las tierras de ocupación tradicional de la comunidad son consideradas por el Estado, en su 
mayor parte, como de su propiedad, estando inscritas a nombre del Fisco en el Conservador 
de Bienes Raíces del año 1964. Otra parte esta compuesta por la hacienda La Puerta, con una 
superficie de casi 3 mil hectáreas de propiedad legal de la Sucesión Cousiño. A ello se agrega la 
sobreposición de diversas comunidades colla que, no obstante no tener ocupación tradicional 
del área, recibieron títulos por parte del Estado, en particular la comunidad de Río Jorquera 
y Sinchi Wayra y Pastos Grandes. A ello se agrega el emplazamiento dentro de los territorios 
de pastoreo demarcados por la Comunidad Colla de Pai-Ote del Parque Nacional Nevado Tres 
Cruces, creado en 1994 con una superficie de 59.081 hectáreas. El Parque Nacional Nevado Tres 
Cruces, formado por dos zonas, una norte constituida por el Salar de Maricunga y la Laguna 
Santa Rosa, y un área sur donde se encuentra la Laguna del Negro Francisco, en torno a cuerpos 
de aguas también utilizadas tradicionalmente por la comunidad (Molina, Pérez y Segovia, 2012). 
A esta sobreposición se agrega el emplazamiento en los proyectos mineros que a continuación 
se identifican, incluyendo La Coipa y La Coipa Fase 7 de Kinross.

Las expectativas que la Ley Indígena generó en la comunidad se vieron frustradas, ya que, 
de acuerdo a la visión de sus integrantes, el Estado tomó parte por las compañías mineras 
impidiendo el reconocimiento y titulación de sus tierras de ocupación tradicional. En un reciente 
Informe del Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH) sobre Copiapó y Tierra Amarilla, un 
integrante de la comunidad señala al respecto: 

“Antes del 73, en general no había problemas de territorios, salvo el de algunas 
familias por ciertos sectores. Cuando llegan las mineras a las montañas esto se 
prostituyó mucho…comenzaron los problemas de reclamación de territorios […] 
Con esto, la relación con los territorios fue muy fuerte, muy dura y con mucha 
represión. Perdimos ganado y todo. Y ya en los 90 todo siguió igual, pensamos que 
sería diferente. Empezamos a recibir presiones de las mineras y de los gobiernos de 
turnos para salir de los territorios […]” (Comunero Colla de la Comunidad Pai-Ote, 
en INDH, 2018, p.38). 

Esta situación, tal como se verá más adelante en esta EIDH, ha significado en la práctica el 
desconocimiento de la Comunidad Colla de Pai-Ote durante la evaluación ambiental de 
proyectos mineros emplazados en su territorio, además de una falta de seguridad jurídica de sus 
formas de tenencia consuetudinaria de la tierra y el desarrollo de sus actividades tradicionales 
de trashumancia. 
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Mapa Territorial Comunidad Colla Pai-Ote

Fuente: Molina, Pérez y Segovia (2012).
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2.     Proyectos mineros canadienses en territorio 
de la Comunidad Colla de Pai-Ote 

El territorio de ocupación y uso ancestral del Pueblo Colla –que incluye el llamado “Cinturón 
de Oro de Maricunga”–, se encuentra bajo una fuerte presión debido a los intereses mineros 
que existen en la zona y la instalación de megaproyectos. Dichos proyectos afectan zonas 
de veranada e invernada utilizadas por la comunidad, las que incluyen sectores importantes 
para el desarrollo de la trashumancia y la cosmovisión colla, tales como humedales y lagunas 
altoandinas, así como los acuíferos que los alimentan.

A partir del testimonio aportado por comuneros de la Comunidad Colla de Pai-Ote y la 
información disponible sobre los proyectos mineros, se identificaron seis proyectos de 
megaminería que se emplazan hoy en su territorio de ocupación y uso ancestral, desarrollados 
por empresas canadienses a través de sus filiales chilenas: 

•	 Proyecto La Coipa y Proyecto La Coipa Fase 7. Proyecto 100% propiedad de Kinross 
Gold Corporation de Canadá (en adelante Kinross), a través de su filial chilena Compañía 
Minera Mantos de Oro, a ser analizado más adelante en esta EIDH.

•	 Proyecto Minero Refugio. Este proyecto consiste en la mina a cielo abierto de Maricunga, 
actualmente 100% de propiedad de Kinross Gold Corporation a través de su filial chilena 
Compañía Minera Maricunga S.A. El mismo proyecto se encuentra en el distrito minero 
del mismo nombre en la alta cordillera de Atacama (entre 4.200 metros y 4.500 m.s.n.m.), 
a unos 120 kilómetros al este de la ciudad de Copiapó. Cabe destacar que, al igual que 
sucede en el caso de los otros proyectos mineros ubicados en la árida Región de Atacama, 
el factor hídrico ha desempeñado un rol fundamental en el nivel de conflictividad asociado 
a este proyecto, lo que ha llevado al INDH a incluir este proyecto dentro del “Mapa de 
conflictos socioambientales en Chile” que dicho organismo mantiene (INDH, 2015).

•	 Cerro Casale. Cerro Casale es un proyecto minero, actualmente de propiedad de Barrick 
Gold (50%) y Goldcorp (50%), ambas empresas canadienses, a través de Compañía Minera 
Cerro Casale (compañía chilena) (Goldcorp, 2017), que consiste en la operación de una 
mina a rajo abierto para producir y comercializar concentrado de cobre y metal doré (oro 
y plata) (Barrick Gold Corporation, s/f ). La actual conformación de la propiedad sobre este 
proyecto minero se configuró tras el acuerdo suscrito en marzo de 2017 por Goldcorp 
Inc. y Barrick Gold Corporation, con el objeto de aprovechar potenciales sinergias en el 
Cinturón de Oro Maricunga, en la Región de Atacama. Dicho proyecto apunta a consolidar 
los proyectos auríferos Cerro Casale y Caspiche de las transnacionales canadienses, a través 
de un joint venture 50/50. La transacción incluyó, entre otras cosas, la adquisición por 
parte de Goldcorp de un 25% de participación en Cerro Casale y un 100% de participación 
en el proyecto de exploración Quebrada Seca, ambas de propiedad de Kinross Gold 
Corporation, y la adquisición, por parte de Goldcorp de un 25% de participación adicional 
en Cerro Casale, de propiedad de Barrick, quien mantenía un 75% de la propiedad de 
cerro Casale hasta ese momento. Cerro Casale es uno de los depósitos de oro y cobre no 
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desarrollados más grandes del mundo, con reservas de oro y cobre probadas y probables 
de un total de 23 millones de onzas de oro y 5,8 millones de libras de Cobre (Barrick 
Gold Corporation, s/f ). Si bien el yacimiento y las faenas mineras se ubicarán en la alta 
cordillera, en la comuna de Tierra Amarilla a 145 km al sureste de Copiapó, el proyecto en 
su conjunto se desarrollará, además, en la comuna de Copiapó y en la comuna costera 
de Caldera. En efecto, el Proyecto Cerro Casale se propone desarrollar una mina a tajo 
abierto y procesar 170.000 toneladas diarias de mineral en una planta concentradora 
que utilizará tecnología de flotación convencional para producir concentrado de 
cobre y oro, el cual será conducido por un mineroducto hasta el Puerto de Caldera. El 
Proyecto minero Cerro Casale, al igual que el proyecto Minero Refugio, ha generado un 
alto nivel de conflictividad con diversos actores locales que hacen uso de los bienes 
naturales comunes y del territorio donde se emplaza (comunidades colla, agricultores, 
comunidad local, entre otros), lo que ha significado su inclusión en el “Mapa de conflictos 
socioambientales en Chile” del INDH (2015).

•	 Quebrada Seca. En 2007 Kinross Gold Corporation adquirió Minera Bema Gold Chile Ltda. 
Sin perjuicio de lo anterior, tras el acuerdo suscrito en marzo de 2017 entre Golcorp y 
Barrick, que tiene como propósito la conformación de un joint venture 50/50, Goldcorp se 
comprometió a financiar la adquisición del 100% del proyecto de exploración Quebrada 
Seca de Kinross para sumarlo a la sociedad. Este proyecto de exploración minera se ubica 
en el extremo sur del Distrito de Maricunga, en la alta cordillera (4.500 m.s.n.m.), en la 
comuna de Tierra Amarilla, a aproximadamente 175 km al sur-este de la ciudad de Copiapó.

•	 Cerro Maricunga. El proyecto Cerro Maricunga, aún en etapa de exploración, es 100% 
de propiedad de Atacama Pacific Gold Corporation14 y está ubicado a 140 kilómetros por 
carretera al noreste de Copiapó, en el extremo norte del Cinturón Mineral Maricunga, a 20 
kilómetros al sur de la mina de oro y plata La Coipa de Kinross Gold.

•	 Caspiche. Caspiche es un proyecto 100% de propiedad de Exeter Resource Corporation, 
empresa con domicilio en Canadá, operado a través de su filial chilena Sociedad 
Contractual Minera Eton Chile, compañía que actualmente se encuentra en proceso 
de adquisición por parte de Goldcorp15. El proyecto se localiza en el Cinturón de Oro 
Maricunga, aproximadamente 10 kilómetros al norte de Cerro Casale, a 4.300 m.s.n.m. 
en la comuna de Tierra Amarilla. Consiste en la explotación de mineral de sulfuro y 
óxido en el depósito para producir oro, plata y cobre, en una propiedad minera que 
cubre 1.262 ha. El proyecto considera la recuperación de oro y plata desde el depósito 
de óxido superficial mediante lixiviación en pilas. Asimismo, se recuperaría oro, plata y 
cobre del depósito de sulfuro subyacente con tecnología de flotación.

14	 Atacama Pacific Gold Corporation es una compañía de metales preciosos domiciliada en Canadá, la que en  Chile se 
dedica a explorar y desarrollar su propiedad de oro en óxidos Cerro Maricunga, emplazado en la franja aurífera Maricunga, 
en la Región de Atacama. La empresa también se dedica a la adquisición, exploración y desarrollo de otras propiedades 
de recursos minerales preciosos en Chile. Atacama posee cinco otras propiedades mineras ubicadas cerca del proyecto 
Cerro Maricunga y una sexta propiedad en la Región de Tarapacá. Sus proyectos auríferos de total propiedad incluyen 
Anocarire, Piedra Parada, Roca y Pircas Gold (Atacama Pacific Gold Corporation, s/f ).

15	 Tras el acuerdo suscrito entre Goldcorp y Barrick Gold, con el objetivo de conformar un joint venture 50/50, Goldcorp se 
comprometió a la adquisición de Exeter Resource Corporation y el 100% del proyecto Caspiche, para ser incorporado al 
joint venture.
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Como es posible apreciar, de estos proyectos, tres se encuentran en etapa de explotación (La 
Coipa y La Coipa Fase 7, Proyecto Minero Refugio y Cerro Casale) y tres en fase de exploración 
(Quebrada Seca, Cerro Maricunga y Caspiche). En lo que sigue, este trabajo se focalizará en la 
mina La Coipa y el proyecto La Coipa Fase 7, ambos de propiedad de la canadiense Kinross Gold 
Corporation a través de su filial chilena Compañía Minera Mantos de Oro. 
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3.	 Mina La Coipa y Proyecto La Coipa Fase 7 
	 (Kinross Gold Corporation)

La Coipa, actualmente de propiedad de Kinross, empresa con domicilio en Toronto, Canadá, a 
través de su filial chilena Compañía Minera Mantos de Oro, es una mina de oro y plata ubicada 
a 140 kilómetros al noroeste de Copiapó, encontrándose actualmente en etapa de explotación 
por medio de su operación a cielo abierto16. Si bien la historia de la mina La Coipa se remonta 
a casi un siglo atrás, cuando una pequeña mina de cobre y plata comenzó sus operaciones en 
el área, la extracción minera a gran escala en La Coipa comenzó en 1991, en aquel entonces 
de propiedad de Gold Corp y TVX Gold Inc., ambas empresas domiciliadas en Canadá. Sus 
operaciones estuvieron a cargo de la Compañía Minera Mantos de Oro, empresa de la que 
Kinross adquirió la totalidad de la propiedad el año 2007 (Kinross Gold Corporation, s/f )17.

Principales inversionistas de Kinross Gold Corporation

De acuerdo a Nasdaq, detrás de Kinross Gold Corporation hay 300 inversores 
institucionales, que poseen un total de 701.068.846 acciones, que controlan el 
55.92% de la empresa. El total de acciones de la empresa suma 1.254 millones 
de dólares, en tanto el valor de la empresa se estima en 3.267 millones de 
dólares (Nasdaq, 2020). Entre los diez mayores inversores al 31 de diciembre 
de 2019 se podía identificar a las siguientes entidades:

- Van Eck Associates Corp, domiciliada en Estados Unidos, con 154.318.524 
acciones; 
- Renaissance Technologies Llc, domiciliada en Estados Unidos, con 61.449.756 
acciones;
- Ruffer Llp, domiciliada en Gran Bretaña, con 41.893.161 acciones;
- Vanguard Group Inc, domiciliada en Estados Unidos, con 35.745.914 acciones;
- Morgan Stanley, domiciliada en Estados Unidos, con 23.259.224 acciones;
- Deutsche Bank AG, domiciliada en Alemania, con 18.236.210 acciones;
- Bank of Nova Scotia (Scotiabank), domiciliado en Canadá, con 16.236.210 
acciones;
- Norges Bank, domiociliado en Noruega, con 15.975.552 acciones;

16	 La operación global de La Coipa se compone de seis depósitos: Ladera-Farellón, Norte Coipa, Norte Brecha, Can Can, 
Chimberos y Purén. Sin perjuicio de lo anterior, en la actualidad la mina La Coipa opera cuatro minas a cielo abierto 
(Ladera-Ferellón, Norte Coipa, Brecha Norte y Purén) (Artiga-Purcell y Grez, 2012; MiningPress, 2018).

17	 De acuerdo a la información disponible en el sitio web de la  empresa, Kinross Gold Corporation opera actualmente 
minas y proyectos en Estados Unidos, Brasil, Chile, Rusia, Ghana, Mauritania y Canadá. Kinross adquiere participación 
accionaria en La Coipa tras la finalización de la combinación con TVX el 31 de enero de 2003. El 21 de diciembre de 2007, 
Kinross adquirió el restante 50% de Goldcorp Inc. y se convirtió en su operador (Kinross Gold Corporation, s/f ).
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- Altrinsic Global Advisors Llc, domiciliado en Estados Unidos, con 15.821.655 
acciones; y
- Donald Smith & Co. Inc, domiciliada en Estados Unidos, con 13.888.138 
acciones.

Al respecto, cabe señalar que cuatro de estos diez inversionistas, incluyendo 
al Deutsche Bank AG, Bank of Nova Scotia, Morgan Stanley y Norges Bank, son 
miembros participantes del Pacto Global de Naciones Unidas y, por lo mismo, 
han adherido a sus 10 principios fundamentales en materia de sostenibilidad, 
comprometiéndose a dar cumplimiento a ellos en sus actividades. Entre estos 
principios se encuentran los referidos a derechos humanos, los que incluyen el 
apoyo, respeto y protección de los derechos humanos fundamentales reconocidos 
internacionalmente, dentro de su ámbito de influencia (Principio 1), y el referido 
a asegurar que sus socios y colaboradores no son cómplices en la vulneración de 
estos derechos (Principio 2). Asimismo, incluyen principios relacionados con el 
medio ambiente, comprometiéndose a mantener un enfoque preventivo en sus 
actividades para no afectarlo (Principio 7), fomentar las iniciativas que promuevan 
una mayor responsabilidad ambiental (Principio 8), y favorecer el desarrollo y la 
difusión de las tecnologías respetuosas con el medioambiente (Principio 9) (Pacto 
Global, Red Chile, s/f ).

En tanto el Bank of Nova Scotia (Scotiabank) es parte de los Principios de 
Ecuador (Equator Principles, 2013) que han sido adoptados por instituciones 
financieras para asegurar que los proyectos de inversión que financien sean 
ambiental y socialmente sostenibles. Dichos Principios, exigen que el recipiente 
del financiamiento desarrolle un proceso de evaluación para abordar los riesgos 
e impactos ambientales y sociales relevantes del proyecto propuesto y proponer 
medidas para minimizar, mitigar y compensar los impactos adversos de manera 
pertinente y adecuada (Principio 2). Además establecen para el caso de los proyectos 
que afecten a pueblos indígenas que estos cuenten con un proceso de consulta y 
participación informada, y cumpliendo con los derechos que contemple la legislación 
nacional pertinente, incluidas aquellas leyes que velen por el cumplimiento de 
las obligaciones del país anfitrión en virtud de la legislación internacional. Los 
proyectos con impactos adversos sobre pueblos indígenas, requerirán además de 
su consentimiento previo, libre e informado, de forma consistente con las Normas 
de Desempeño de la Corporación Financiera Internacional (IFC) (Principio 5). 

Para el año 2009, Kinross daba cuenta del procesamiento de 4.907.000 toneladas de mineral 
y de la producción de 231.169 onzas de oro a través de sus operaciones en La Coipa. Durante 
su explotación y hasta el 2013 –cuando paralizó temporalmente sus actividades debido al 
agotamiento de sus reservas económicamente explotables–, La Coipa generó graves impactos 
ambientales en el territorio. A partir de 1994 se detectaron rastros de mercurio en las aguas 
subterráneas de la Quebrada La Coipa, los que eran el resultado de residuos contaminantes 
de mercurio que se descargaron al sitio de relave (Artiga-Purcell y Grez, 2012). La anterior 
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situación significó que la empresa debiera implementar un proceso de saneamiento de las 
aguas subterráneas de la Quebrada La Coipa, consistente en la remediación, contención y 
estabilización de los contenidos de mercurio presentes en las aguas subterráneas18. Al 2008 las 
faenas de Mantos de Oro en La Coipa la convertían en el segundo emisor más grande de mercurio 
en Chile. No obstante la gravedad de los hechos, la empresa no se hizo cargo adecuadamente 
de dicha contaminación la que persistió en el tiempo al menos por una década. Junto a la 
filtración detectada en los tranques de relava de la mina, también se han identificado emisiones 
a la atmosfera asociadas a la contaminación por mercurio dentro de la planta de tratamiento 
(Artiga-Purcell y Grez, 2012)19.

Luego de su paralización temporal en 2013, el año 2015 la empresa finalizó campañas de 
prospección en un nuevo depósito denominado Fase 7, las cuales permitirían dar continuidad a 
las operaciones en el área de La Coipa, basándose en planes para aprovechar la infraestructura 
existente. Dicha campaña de prospección y sondaje fue evaluada ambientalmente bajo la 
modalidad de una Declaración de Impacto Ambiental (DIA)20, denominada “Prospección 

18	 Comisión Regional del Medio Ambiente Región De Atacama, Resolución Exenta Nº 171, de fecha 3 de agosto de 2007, 
que califica ambientalmente favorable el proyecto “Tratamiento de Agua Quebrada La Coipa”. El tratamiento de aguas 
en operación está constituido por las Fases I, II y III. Las Fases I y II, corresponden a un sistema constituido por líneas 
de pozos de captación de agua subterránea, denominadas Etapas 1 y 3, desde donde se bombea el agua hacia una 
piscina y posteriormente es conducida hasta la planta de procesos, donde es utilizada como agua industrial. La Etapa  
corresponde a la captación de agua limpia en la cabecera de la quebrada, evitando el área afectada y siendo conducida 
hacia una zanja de infiltración y pozos de infiltración ubicados aguas abajo de la Etapa 3. La Fase III se puso en operación 
en el año 2000. Esta Fase corresponde a una Planta de Tratamiento de Aguas, que tiene como objetivo la remediación de 
las aguas subterráneas, mediante un proceso de intercambio iónico con resinas. Las aguas tratadas son reinyectadas al 
acuífero mediante pozos de inyección, debiendo cumplir con los estándares de concentración <1 ppb para el mercurio. 
Asimismo, por medio de la RCA Nº 171/2007, la Comisión Regional del Medio Ambiente (COREMA) de Atacama calificó 
como ambientalmente favorable la Declaración de Impacto Ambiental (DIA) del proyecto “Tratamiento de Agua 
Quebrada La Coipa”, que tuvo entre otros objetivos la implementación de un sistema de contención, consistente en 
pantallas de hormigón que contienen las aguas con mercurio, para su posterior tratamiento y estabilización. Este sistema 
consiste en 2 muros de hormigón, ubicados en la quebrada de La Coipa. El muro superior contiene las aguas naturales y 
las by-pasea aguas abajo del muro inferior, en tanto el muro inferior contiene la migración de trazas de contaminación 
a la napa subterránea. Estos muros ubicados transversalmente a la quebrada confinan el agua con mercurio, la que es 
bombeada hasta la planta de procesos mientras duren las operaciones de la mina. Asimismo, el sistema de saneamiento 
de aguas aprobado por la RCA Nº 171/2007 incluyó obras y acciones, entre las cuales se encuentra la operación de una 
planta abatidora para fines de saneamiento, cuyo funcionamiento fue autorizado por la Resolución Exenta Nº 1007 
del 29 de marzo de 2011 de la Seremi de Salud de la Región de Atacama, que en adelante será denominada Planta 
Abatidora. Por medio de la RCA Nº 117/2015, la Comisión de Evaluación Ambiental (COEVA) de Atacama calificó como 
ambientalmente favorable la DIA del  proyecto “Segunda Planta de Saneamiento Del Acuífero La Coipa”. El objetivo de 
esta segunda planta es tratar las aguas contaminadas que se encuentran confinadas entre las pantallas de hormigón 
plástico, y que en la actualidad son recirculadas a la planta de proceso minero y posteriormente son utilizadas en la 
producción del mineral, en caso de que la planta de tratamiento de mineral deba suspender sus operaciones mientras 
la empresa obtiene las aprobaciones para abrir una nueva fase de explotación (actual Fase 7).

19	 Como señalan Artiga-Purcell y Grez: “Mantos de Oro ha proporcionado poca evidencia de limpiar los tranques de relave 
de La Coipa, incluso después de más de una década desde que se detectó la primera contaminación” (2012: 38).

20	 De acuerdo a la Ley Nº 19.300 de 1994, sobre bases generales del medio ambiente, el titular del proyecto o actividad 
que se somete al Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA) lo hace presentando una DIA, salvo que 
dicho proyecto genere o presente alguno de los impactos significativos contemplados en el artículo 11 de dicho cuerpo 
legal, caso en el cual deberá presentar un Estudio de Impacto Ambiental (EIA). Los impactos ambientales significativos 
que hacen exigible la evaluación ambiental bajo la modalidad exhaustiva de un EIA son: 1) riesgo para la salud de 
la población, debido a la cantidad y calidad de efluentes, emisiones y residuos; 2) efectos adversos significativos 
sobre la cantidad y calidad de los recursos naturales renovables, incluido el suelo, agua y aire; 3) reasentamiento de 
comunidades humanas, o alteración significativa de los sistemas de vida y costumbres de los grupos humanos; 4) 
localización en o próxima a poblaciones, recursos y áreas protegidas, sitios prioritarios para la conservación, humedales 
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Geológicas Mantos de Oro”, siendo autorizada por medio de la Resolución de Calificación 
Ambiental (RCA) Nº 57/201221, de la Comisión de Evaluación Ambiental de la Región de Atacama 
(COEVA de Atacama), con un monto de inversión de US$25.000.000 (COEVA de Atacama, 2012). 

Durante la evaluación ambiental de la DIA “Prospección Geológicas Mantos de Oro”, el titular 
señaló que no existían grupos humanos pertenecientes a pueblos indígenas en el área de 
influencia del proyecto y que no se afectaría territorios indígenas, porque no existían tierras 
tituladas a favor de alguna comunidad indígena, lo que fue controvertido por la CONADI. De 
acuerdo a dicho organismo, el proyecto debía ser evaluado por medio de un Estudio de Impacto 
Ambiental (EIA) con el propósito de implementar un proceso de consulta indígena, conforme 
lo exige el Convenio 169 de la OIT22. Esto, por cuanto en el área cercana al proyecto existían 
comunidades colla constituidas al alero de la Ley Indígena, que contaban con tierras inscritas 
que eran usadas como estancias de veranada, las cuales se encontraban a una distancia de 4 
km aguas abajo del lugar proyectado para las prospecciones y, por tanto, se verían gravemente 
afectadas de ser exitosos los sondajes (Subdirección Norte de la CONADI de Atacama, 2012b). 
Sin perjuicio de lo anterior, sobre la base de la información presentada por el titular, la autoridad 
ambiental validó las afirmaciones de la empresa y descartó la presencia de comunidades 
indígenas en el área de influencia del proyecto, proponiendo su aprobación (Servicio de 
Evaluación Ambiental -SEA Región de Atacama, 2012).

Dado que el proyecto “Prospección Geológica Mantos de Oro” permitió identificar un nuevo 
yacimiento de favorables leyes y económicamente rentable por la cantidad y calidad de sus 
reservas, en julio de 2015 Kinross sometió a evaluación ambiental el proyecto “Explotación 
de Minerales La Coipa Fase 7”, nuevamente por medio de una DIA, la que fue calificada 
favorablemente por medio de la RCA Nº 173/2016, de la COEVA de Atacama (COEVA de Atacama, 
2016a). Dicho proyecto tendrá una inversión de US$200.000.000 y corresponde a un proyecto 
de explotación minera cuyo objetivo es la extracción de minerales de oro y plata y material 
estéril, desde un nuevo rajo denominado Fase 7, la cual se llevará a cabo a través del método 
convencional de explotación a rajo abierto (COEVA de Atacama, 2016a).

protegidos, glaciares, susceptibles de ser afectados, así como el valor ambiental del territorio en que se pretende 
emplazar; 5) alteración significativa, en términos de magnitud o duración, del valor paisajístico o turístico de una zona; 
y 6) alteración de monumentos, sitios con valor antropológico, arqueológico, histórico y, en general, los pertenecientes 
al patrimonio cultural. En el Título II del Reglamento del SEIA (Decreto Supremo Nº 40/2013 del Ministerio del Medio 
Ambiente) se establece un conjunto de variables y criterios que especifican el alcance de los efectos, características 
o circunstancias antes indicados. Cabe señalar que una de las principales características de los EIA, a diferencia de 
las DIA, es que el titular del proyecto sometido al SEIA debe proporcionar antecedentes fundados para la predicción, 
identificación e interpretación de su impacto ambiental y describir la o las acciones que ejecutará para impedir o 
minimizar sus efectos significativamente adversos (medidas de mitigación, reparación y/o compensación). Asimismo, 
en el ordenamiento jurídico chileno, el concepto de susceptibilidad de afectación directa como presupuesto del deber 
estatal de implementar un proceso de consulta indígena, exigido por el Convenio Nº 169 de la OIT, se ha asimilado al de 
los impactos significativos regulados en el artículo 11 de la Ley Nº 19.300 (Meza-Lopehandía, 2016). Lo anterior significa 
que solo aquellos proyectos que se someten a evaluación ambiental por medio de un EIA y, adicionalmente, afectan 
algún grupo indígena, son consultados (Guerra-Schleef, 2017).

21	 La RCA Nº 57/2012 calificó favorablemente la DIA del proyecto “Prospecciones Geológicas Mantos de Oro”, el cual 
consiste en “la perforación de máximo 350 sondajes considerando equipos de diamantina con recuperación de testigos 
y equipos de aire reverso, con el objeto de obtener información estratigráfica de la zona. Los sondajes serán de 150-500 
m de profundidad” (COEVA de Atacama, 2012). 

22	 Así consta en los Oficios Ordinarios Nº 015, de fecha 9 de enero de 2012 (Subdirección Norte de la CONADI de Atacama, 
2012a), y Nº 066, de fecha 1 de marzo de 2012 (Subdirección Norte de la CONADI de Atacama, 2012b). 
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Campamento de operaciones de Kinross (Mantos de Oro) 
Yacimiento La Coipa Fase 7 

( 2 fotos 1 pagina)
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Cabe destacar que, al igual a lo sucedido durante la evaluación ambiental del proyecto 
“Prospección Geológica Mantos de Oro”, el titular señaló que en el área de influencia del proyecto 
no existían comunidades colla, desconociendo absolutamente los impactos de la explotación 
minera sobre sus territorios, actividades de trashumancia y recursos hídricos, aun cuando se 
emplaza aguas arriba de vegas y humedales altoandinos que son usados por comunidades 
colla durante sus actividades de pastoreo de animales, entre ellas la Comunidad Colla de Pai-
Ote. Esto fue objetado por la CONADI, quien señaló que la información aportada por el titular 
del proyecto no era suficiente para descartar la susceptibilidad de afectación directa de las 
comunidades que hacen uso del territorio donde se emplaza el proyecto, además de indicar 
que los informes antropológicos realizados así como sus conclusiones no habían sido validados 
por las comunidades23. A pesar de dicho pronunciamiento sectorial, la autoridad ambiental de 
la época descartó la susceptibilidad de afectación directa del proyecto sobre las comunidades 
colla aledañas, haciendo suyas las conclusiones e información aportada por el titular y validando 
la evaluación ambiental de este proyecto de explotación minera por medio de una DIA (SEA de 
la Región de Atacama, 2016). Esto tuvo como resultado que no se implementara un proceso de 
consulta previa e informada con las comunidades colla que hacen uso de los territorios cercanos 
al proyecto.

Finalmente, por medio de la RCA Nº 54/2016, la COEVA de Atacama aprobó un nuevo proyecto 
de prospección, denominado “Prospecciones Geológicas Mantos de Oro Fase 2”, de un monto de 
US$19.000.000. Dicho proyecto tiene por objetivo “continuar con el programa de prospecciones 
geológicas iniciado el año 2012 (RCA Nº 57/2012), incorporando 400 nuevas plataformas, dentro 
de un área de prospección. De esta manera, se espera confirmar si las anomalías geológicas 
detectadas durante la etapa anterior de exploraciones y prospecciones, constituyen un cuerpo 
mineral de interés que justifique el desarrollo de un proyecto minero, en un área individualizada” 
(Comisión de Evaluación Ambiental de Atacama, 2016b). 

Al igual que lo sucedido durante la evaluación ambiental de la DIA “Prospección Geológicas 
Mantos de Oro”, el titular señaló que no existían grupos humanos pertenecientes a pueblos 
indígenas en el área de influencia del proyecto y no se afectaba territorios indígenas, lo que 
nuevamente fue desmentido por la CONADI, organismo que observó la necesidad de que dicho 
proyecto sea evaluado por medio de un EIA, con el propósito de implementar un proceso de 
consulta indígena (Subdirección Norte de la CONADI de Atacama, 2015; y Subdirección Norte 
de la CONADI de Atacama, 2016). Sin perjuicio de lo anterior, la autoridad ambiental igualmente 
descartó la presencia de comunidades indígenas en el área de influencia del proyecto y propuso 
su aprobación.

23	 Así consta en los Oficios Ordinarios Nº 675, de fecha 10 de agosto de 2015 (Dirección Nacional de la CONADI, 2015), y Nº 
522, de fecha 12 de julio de 2016 (Dirección Nacional de la CONADI, 2016).
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Obras del Proyecto Explotación de Minerales La Coipa Fase7

Fuente: DIA proyecto “Explotación de Minerales La Coipa Fase 7”, Capítulo 3, Descripción del proyecto, figura 3-2, 
Ubicación general de las Obras Proyectadas y Existentes.
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Uno de los aspectos más complejos asociado a la explotación de la compañía Mantos de 
Oro en la mina La Coipa dice relación con la afectación de los recursos hídricos. En efecto, el 
suministro hídrico de este proyecto esta dado por la explotación de los acuíferos existentes 
en el área sur del Salar de Maricunga, los cuales alimentan los sistemas de vegas y bofedales 
altoandinos (perímetro sur-este del Salar de Maricunga y norte de la Laguna Santa Rosa), que 
son utilizados por diversas comunidades colla en sus actividades tradicionales de pastoreo, 
entre ellas la Comunidad Colla de Pai-Ote. Desde que comenzara su explotación en 1991, el 
sistema de suministro de agua con que cuenta la faena La Coipa se ha abastecido desde 2 pozos 
(SP-3 y SP-4, también denominados MDO-23 y MDO-24, respectivamente). Los derechos de 
aprovechamiento de aguas subterráneas de la compañía fueron constituidos por medio del 
Decreto Nº 695, de fecha 23 de noviembre de 1990 del Ministerio de Obras Públicas24. Se trata 
de derechos de aprovechamiento consuntivos de aguas subterráneas, de ejercicio permanente 
y continuo, por un total de 255 l/s, que deben ser captados desde tres posos ubicados en el 
Llano Ciénaga Redonda (SP-2 por un caudal de 55 l/s; SP-3 por un caudal de 100 l/s; y SP-4 por 
un caudal de 100 l/s), los cuales se ubican en terrenos de propiedad de la compañía que fueron 
excluidos de la declaratoria del Parque Nacional Nevado de Tres Cruces25 y dentro del Sitio 
Ramsar Complejo Lacustre Laguna del Negro Francisco y Laguna Santa Rosa. El agua extraída 
es conducida desde los pozos existentes por cañerías también existentes hasta el reservorio de 
la faena La Coipa, donde es almacenada y luego distribuida a la planta de procesamiento de 
minerales y para la humectación de caminos26.

La exclusión de los terrenos de propiedad de Compañía Minera Mantos de Oro del polígono 
que conforma el Parque Nacional Nevado Tres Cruces ha sido un antecedente utilizado por 
dicha empresa para justificar ante la autoridad ambiental que su proyecto no se localiza en o 
próximo a áreas protegidas susceptibles de ser afectadas. Esto le ha permitido evitar someterse 
a evaluación ambiental por medio de un EIA que considere medidas para mitigar, reparar o 
compensar los impactos ambientales de la extracción de aguas subterráneas desde los acuíferos 
que alimentan los sistemas de vegas y bofedales que forman parte del área protegida, y que han 
sido utilizados desde tiempos inmemoriales por diversas comunidades colla en sus actividades 
tradicionales de pastoreo. Así sucedió durante la evaluación ambiental de la DIA del proyecto 
“Explotación de Minerales La Coipa Fase 7”, donde la empresa utilizó un argumento basado en la 
propiedad de la tierra para disociar el impacto de sus extracciones de aguas subterráneas sobre 
el acuífero y los humedales alto andinos protegidos. Lo anterior, sumado a la presentación de un 
modelo hidrogeológico conceptual construido en su mayor parte con información referencial y 
desactualizada, le permitió a la empresa titular validar ante la autoridad ambiental el descarte 

24	 El Decreto Nº 695, de fecha 23 de noviembre de 1990, del Ministerio de Obras Públicas, se encuentra inscrito a fojas 
3vta., Nº 5, del Registro de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces de Copiapó, correspondiente al año 
1991.

25	 El Parque nacional Nevado de Tres Cruces fue creado por el Decreto Nº 947, de fecha 27 de julio de 1994, del Ministerio 
de Bienes Nacionales, excluyendo expresamente los terrenos de propiedad de Compañía Minera Mantos de Oro del 
polígono del área silvestre protegida.

26	 Durante la evaluación ambiental de la DIA del proyecto “Explotación de Minerales La Coipa Fase 7”, la empresa titular 
señaló que esta nueva fase no implicará mayores consumos de agua que los históricamente utilizados por la operación 
de las actividades mineras de la faena La Coipa. De esta forma, el caudal aproximado que requeriría el proyecto no 
superaría los consumos históricos que corresponden a aproximadamente 76 l/s como caudal máximo promedio 
mensual, y 68 l/s como caudal máximo promedio anual, de acuerdo con los registros informados oficialmente a la  
Dirección General de Aguas (DGA).
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de impactos significativos sobre los ecosistemas de humedales protegidos en el perímetro sur-
este del Salar de Maricunga. 

Cabe destacar que las extracciones de aguas subterráneas de Kinross en el Salar de Maricunga, 
a través de su filial chilena Compañía Minera Mantos de Oro, se suman a aquellas efectuadas por 
Compañía Minera Maricunga, propiedad de la misma empresa canadiense, en el acuífero que 
alimenta el sistema de vegas de Valle Ancho. Si bien se trata de dos cuencas confinadas y distintas, 
ambas forman parte del Corredor Biológico Pantanillo-Ciénaga Redonda, parte, a su vez, del Sitio 
Ramsar Complejo Lacustre Laguna del Negro Francisco y Laguna Santa Rosa, que actúa como 
un importante regulador de la red ecológica que apoya especies como la gaviota andina (Larus 
serranus) y la vicuña (Vicugna vicugna) catalogadas como vulnerables bajo la política chilena, 
así como al menos el 1% de la población total del flamenco andino (Phoenicoparrus andinus), 
el flamenco de James (Phoenicoparrus jamesi) y la focha o tagua cornuda (Fulica cornuta). Sin 
perjuicio de lo anterior, durante la evaluación ambiental de la DIA del proyecto “Explotación 
de Minerales La Coipa Fase 7”, no fueron considerados los impactos sinérgicos y acumulativos 
que las diversas extracciones de aguas subterráneas tienen sobre los acuíferos que alimentan 
los sistemas de vegas y bofedales que forman parte del corredor biológico, pese a que a dicha 
fecha ya existían indicios de un grave daño ambiental como consecuencia de las explotaciones 
de aguas subterráneas efectuadas por Compañía Minera Maricunga27.

Si bien de acuerdo a lo informado por Kinross en su pagina web, las actividades de explotación 
de la mina La Coipa fueron suspendidas de manera parcial y temporal durante el último 
trimestre de 2013, debido al agotamiento de sus reservas económicamente explotables, y hoy 
se encuentran a la espera de la obtención de permisos ambientales sectoriales para comenzar 
a explotar La Coipa Fase 7, durante todo este período su filial chilena Mantos de Oro ha seguido 
generando impactos ambientales significativos en el espacio de la alta cordillera que forma 

27	 Por medio de su sentencia de fecha 22 de noviembre de 2018, pronunciada en causa Rol D-27-2016, el Segundo Tribunal 
Ambiental de Santiago condenó a Minera Maricunga por daño ambiental a la vega Valle Ancho, ubicada en el Corredor 
Biológico Pantanillo-Ciénaga Redonda, parte a su vez del Sitio Ramsar Complejo Lacustre Laguna del Negro Francisco 
y Laguna Santa Rosa. El análisis de la prueba presentada permitió al Tribunal establecer que “[…] entre un quinto y un 
tercio de la vega en comento se encuentra seco, mientras que otro tercio estaría en vías de desecación”. Asimismo, el 
Tribunal determinó que la causal del daño radica en la extracción de aguas subterráneas, lo que a su vez significó el 
incumplimiento de sus resoluciones de calificación ambiental tanto respecto a los efectos que ello podía ocasionar en 
las vegas, como en cuanto a las medidas que debía adoptar ante impactos no previstos. Por su parte, la minera afirmaba 
que se encontraba haciendo un legítimo ejercicio de derechos de aprovechamiento de aguas debidamente otorgados, 
ante lo cual el Tribunal señaló que “[…] el ejercicio de los derechos deja de ser legítimo cuando vulnera normas jurídicas 
o permisos vigentes, en este caso, las obligaciones impuestas por las RCA respecto de impactos no previstos”. Una de 
las defensas centrales de la compañía consistía en que, a su entender, la vega Valle Ancho se encontraba fuera del área 
de influencia del proyecto, conforme lo habría establecido su evaluación ambiental. Al respecto, el Tribunal afirma que 
“[…] incluso si se entendiera que la vega Valle Ancho se excluyó del área de influencia del proyecto, según lo afirma la 
demandada, yerra asimismo al pretender que una delimitación de área de influencia en sede evaluación ambiental sea 
de algún modo vinculante en sede daño ambiental”. De este modo, el Tribunal concluye que “No existen antecedentes 
que permitan fundar científicamente que la recarga del acuífero habría sido menor por razones climáticas o por otra 
razón distinta del bombeo de aguas subterráneas realizado por parte de la demandada”, y que “No existen faenas o 
extracciones de agua desde el acuífero distintas de aquellas llevadas a cabo por la demandada”. Por otra parte, se señala 
que “Existe abundante conocimiento científico y antecedentes de varios organismos sectoriales de la Administración 
para sostener que la causa de la desecación observada en la vega de Valle Ancho es la disminución del nivel freático 
que nutre al humedal, lo cual a su vez es causado por la extracción de agua subterránea destinada a la faena minera de 
Compañía Minera Maricunga”. Sin perjuicio de lo anterior, a la fecha se encuentra pendiente de conocimiento por parte 
de la Corte Suprema los recursos de casación en el fondo y forma interpuestos por Compañía Minera Maricunga, en 
contra de la decisión del Segundo Tribunal Ambiental.
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parte del hábitat de la Comunidad Colla de Pai-Ote. Tales impactos fueron denunciados por la 
Comunidad Colla de Pai-Ote a la Superintendencia del Medio Ambiente (SMA) el 2015. 

En la ocasión, Ercilia Araya, Presidenta de la comunidad, señaló: 

“Nosotros tenemos una demanda por La Coipa porque cerraron el proyecto y nunca 
hicieron nada, las medidas de las aguas que tienen por San Andrés, que es territorio 
que usa nuestra gente también y se ven afectados. Ahí se tomaron muestras porque 
se morían los animales, eso debido a filtración de productos químicos” (Chile 
Sustentable, 2016).

La misma dirigente agregó: 

“[E]llos secan el sector y afectan a los animales de la zona, ya que deben irse a 
otros sitios para alimentarse y beber agua, al igual que nosotros. Tenemos más de 
cuatro generaciones en la zona, desde mis bisabuelos, hay asentamientos, corrales, 
pircas, hasta usamos los mismos sitios arqueológicos de nuestros ancestros” (Chile 
Sustentable, 2016). 

Luego de inspeccionar las instalaciones mineras de la compañía en La Coipa, en que se 
detectaron incumplimientos de los permisos ambientales, la SMA formuló un total de siete 
cargos. Entre otros, ellos incluyeron cargos relacionados con la captación de agua en embalses 
no designados para ello, deficiencias en el sistema de captación de mercurio, deficiencias en 
el sistema de monitoreo y concentraciones de mercurio por sobre los niveles permitidos en 
algunos efluentes. Dos de estos cargos correspondían a incumplimientos graves (Bnamericas, 
2016)28. Como consecuencia de dicha denuncia, la empresa se comprometió a realizar acciones 
con miras a hacerse cargo de cada una de las afectaciones ambientales denunciadas, incluyendo 
aquellas referidas a evitar la superación del límite permitido de mercurio en los efluentes 
líquidos tratados y aguas debajo de sus faenas, acciones que la SMA solo dio por satisfechas 
el 2019 al aprobar el Programa de Cumplimiento ejecutado por la empresa en respuesta a los 
requerimientos formulados en el procedimiento administrativo (SMA, 2019).

28	 Un recuento de los cargos formulados por la Superintendencia del Medio Ambiente se encuentra en Sistema Nacional 
de Información de Fiscalización Ambiental (2016).
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Torres de alta tensión Yacimiento La Copia Fase 7 sobre “rancho” de 
integrante de comunidad Colla Pai-Ote
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4.	 Los principales impactos de los proyectos 
mineros de Kinross en los derechos humanos 
de la Comunidad Colla de Pai-Ote

Los derechos de los pueblos indígenas en Chile se encuentran protegidos por la legislación 
nacional e internacional que les es aplicable. En el derecho interno del país, estos se encuentran 
fundamentalmente normados en la Ley N° 19.253 de 1993 antes referida. Cabe señalar que 
esta legislación, en su artículo 1, reconoce a los collas, junto a otros ocho pueblos, como las 
principales “etnias” de Chile, señalando que: 

“El Estado valora su existencia por ser parte esencial de las raíces de la Nación chilena, 
así como su integridad y desarrollo, de acuerdo a sus costumbres y valores. Es deber 
de la sociedad en general y del Estado en particular, a través de sus instituciones 
respetar, proteger y promover el desarrollo de los indígenas, sus culturas, familias 
y comunidades, adoptando las medidas adecuadas para tales fines y proteger las 
tierras indígenas, velar por su adecuada explotación, por su equilibrio ecológico y 
propender a su ampliación”. 

La legislación internacional aplicable a los pueblos indígenas en Chile incluye el Convenio Nº 
169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PDCP), el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (PDESC), la Convención Internacional sobre Eliminación 
de Todas las formas de Discriminación Racial, todos del sistema universal de protección de 
derechos humanos, y la Convención Americana de Derechos Humanos29. Se trata en todos los 
casos de tratados internacionales ratificados por Chile, que se encuentran vigentes y que, de 
acuerdo al artículo 5 inciso 2 de la Constitución Política de la República, constituyen un cuerpo 
jurídico vinculante y de aplicación preferente en el derecho interno, funcionando como un 
límite material que irradia todo el ordenamiento jurídico. Asimismo, los derechos de pueblos 
indígenas se han visto reafirmados en años recientes con la aprobación el año 2007 de la 
Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (DNUDPI), y más 
tarde, el 2016, con la aprobación de la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas, ambos instrumentos aprobados con el voto favorable de Chile.

Entre los principales derechos de la Comunidad Colla de Pai-Ote que se han visto afectados por 
los proyectos La Coipa y la Coipa Fase 7, hoy impulsado por Kinross, se destaca: el derecho a la 
igualdad y no discriminación; el derecho sobre la tierra, el territorio y sobre los recursos naturales 
de uso y ocupación ancestral; el derecho de consulta previa y al consentimiento previo, libre e 

29	 Si bien estos últimos instrumentos no refieren explícitamente a pueblos indígenas, han sido aplicados a ellos a través de 
la jurisprudencia de los órganos de tratado, destacando aquella emergida desde el Comité de Derechos Humanos y el 
Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial de Naciones Unidas, y aquella emanada de la Comisión y la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. 
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informado; el derecho a que se efectúen estudios de impacto socioambiental; y el derecho a la 
participación en los beneficios y la compensación justa. 

En lo que sigue, se analizará y explicará de qué forma estos derechos, de los cuales es titular la 
Comunidad Colla de Pai-Ote, se han visto afectados por el desarrollo de los proyectos asociados 
a la mina La Coipa. 

a.	 Derecho a la igualdad y no discriminación

El derecho a la igualdad y no discriminación es un principio rector del Convenio 169 de la OIT, 
y se encuentra expresamente reconocido y formulado en su artículo 3.1, el cual dispone que: 
“[l]os pueblos indígenas y tribales deberán gozar plenamente de los derechos humanos y 
libertades fundamentales, sin obstáculos ni discriminación”. En el mismo sentido, la Convención 
Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial de 1965, obliga 
a los Estados Partes, a entre otras cuestiones, a “[…] no incurrir en ningún acto o práctica de 
discriminación racial contra personas, grupos de personas o instituciones y a velar por que todas 
las autoridades públicas e instituciones públicas, nacionales y locales, actúen en conformidad 
con esta obligación”30. 

En el sistema interamericano de protección de derechos humanos, la Corte IDH ha señalado 
en reiteradas oportunidades que, de conformidad con los artículos 24 (Igualdad ante la 
Ley) y 1.1 (Obligación de Respetar los Derechos) de la Convención Americana, los Estados 
deben garantizar, en condiciones de igualdad, el pleno ejercicio y goce de los derechos de los 
pueblos indígenas31.

En el caso de la Comunidad Colla de Pai-Ote, este derecho se ha visto vulnerado de 
diferentes maneras en el contexto de los proyectos mineros impulsado por Kinross a través 
de Mantos de Oro en la faena La Coipa (que incluye La Coipa Fase 7). La primera de ellas está 
determinada por el régimen jurídico de la propiedad minera que consagra un mecanismo de 
otorgamiento de concesiones mineras que garantiza un derecho de propiedad preferente, 
incluso cuando las tierras son de propiedad de comunidades indígenas, desconociéndose 
sus derechos de propiedad ancestral sobre sus territorios y recursos naturales (Observatorio 
Ciudadano, 2016). Esto, por cuanto la regulación de la propiedad minera chilena no ha 
sido modificada con el propósito de adecuarla a los estándares internacionales, con el 
objetivo de incorporar las garantías y salvaguardias adicionales del derecho de propiedad 
territorial de los pueblos indígenas y tribales frente a medidas expropiatorias, exigidas por 
el derecho internacional de los derechos humanos (consulta y consentimiento previo, libre 
e informado; evaluación de impacto socioambiental; y participación en los beneficios), las 
cuales serán analizadas más adelante.

En efecto, el otorgamiento de concesiones mineras a Mantos de Oro, filial de Kinross para sus 
proyectos La Coipa y La Coipa Fase 7, en el territorio de ocupación tradicional de la Comunidad 

30	 Ibíd., art. 2, a).

31	 Corte IDH (2005, párr. 51); Corte IDH (2006, párr. 59); Corte IDH (2012, párr. 162); Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, 2009;  y  Comisión Interamericana de Derechos Humamos, 2015).
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Colla de Pai-Ote, evidencia un claro trato discriminatorio del Estado hacia esta comunidad. 
Esto, por cuanto las propiedades mineras que fueron otorgadas por el Estado de Chile y que 
sustentan estos proyectos no fueron consultadas con carácter previo a su otorgamiento a las 
comunidades colla que hacen uso de los recursos existentes en la superficie y no se consideró el 
impacto socioambiental que dichas concesiones podían generar en las comunidades. Asimismo, 
hasta la fecha no se han implementado mecanismos para que las comunidades participen 
razonablemente de los beneficios que reporta la explotación de estas pertenencias, temas que 
serán abordados más a fondo en los apartados subsiguientes.

Otra manifestación de trato discriminatorio del Estado chileno a esta Comunidad es el derecho 
preferente que la legislación confiere al concesionario minero para usar las aguas que encuentre 
durante las faenas mineras, las que puede utilizar sin ninguna restricción, no siendo necesario 
justificar el uso que se les dará a las aguas y la sustentabilidad de la extracción. El otorgamiento 
preferente de las escasas aguas existentes en este territorio para Kinross y el desarrollo de las 
faenas, además de afectar el acceso a dichas aguas de uso tradicional por la Comunidad de Pai-
Ote, como vimos, ha resultado en su contaminación con mercurio.

Finalmente, y no menos relevante, es la discriminación de la que ha sido objeto la comunidad 
al no ser hasta ahora tituladas sus tierras de ocupación tradicional demandadas por el 
Estado, en contraposición a otras comunidades colla que sí han sido tituladas. Se trata, como 
veremos al analizar el derecho a la tierra, el territorio y los recursos naturales, de un trato 
evidentemente discriminatorio, el que a juicio de Ercilia Araya, Presidenta de la Comunidad 
Colla de Pai-Ote, está relacionado con la oposición que ellos han manifestado a la actividad 
minera, en contraposición a la apertura que otras comunidades colla han manifestado hacia 
esta actividad a través de acuerdos 32.

b.	 Derechos sobre la tierra, el territorio y sobre los recursos naturales de 
uso ancestral

El derecho internacional de los derechos humanos reconoce la importancia de la tierra, el 
territorio y los recursos naturales para la supervivencia organizada de los pueblos indígenas y 
sus miembros, garantizando el derecho de propiedad ancestral de los pueblos indígenas sobre 
estos, en el entendido que ello resulta fundamental para la protección de la identidad indígena 
y el derecho de libre determinación. Además, el derecho internacional de los derechos humanos 
pone en discusión la distinta concepción de propiedad que tienen los pueblos indígenas y 
sus miembros, y reconoce la validez del derecho consuetudinario como fuente jurídica de los 
derechos ancestrales indígenas sobre sus tierras y recursos naturales.

En efecto, en su artículo 14.1 el Convenio 169 de la OIT establece que “[d]eberá reconocerse a los 
pueblos interesados el derecho de propiedad y de posesión sobre las tierras que tradicionalmente 
ocupan”. Tal como ha sido señalado por los órganos de supervisión de la OIT, los derechos de 
propiedad y posesión de que trata este artículo no solo se refieren a aquellas tierras sobre las 
cuales los pueblos indígenas tienen propiedad legal, sino también sobre aquellas de propiedad 

32	  Entrevista a Ercilia Araya,  3 de febrero de 2018.
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ancestral, aunque no tengan título de dominio sobre ellas33. La misma interpretación ha sido 
acogida por la Corte IDH en su jurisprudencia contenciosa en peticiones de pueblos indígenas 
referidas al derecho de propiedad amparado por el artículo 21 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos34. Tal como ha señalado la propia Corte IDH, la garantía convencional del 
derecho de propiedad indígena y tribal cubre los recursos naturales que se encuentren dentro 
de sus territorios y sean necesarios para la supervivencia de sus modos de vida y culturas, ya sea 
porque el pueblo respectivo los ha usado en forma tradicional o, en caso de que no hayan sido 
utilizados tradicionalmente, su extracción afectaría, inevitablemente, otros recursos que son 
vitales para su modo de vida35.

Los derechos de propiedad basados en la ocupación tradicional del Pueblo Colla se 
encuentran, además, reconocido en la Ley Indígena, la que entre sus disposiciones particulares 
complementarias para los demás indígenas del norte del país (aimaras, quechuas, atacameños, 
collas y diaguitas), garantiza que en los procesos de saneamiento y constitución de la 
propiedad de sus comunidades, el Estado debe salvaguardar tanto aquellas de ocupación 
como de asentamiento, es decir, la casa habitación de invernadas y veranadas, los terrenos de 
cultivos, los terrenos de pastoreo de uso permanente y eventual, tanto en laderas de cerros 
como en altiplanicies y fondo de quebradas u hondonadas (artículo 63, Párrafo 2 del Título 
VIII de la Ley Indígena). Además, la misma disposición también previene que en los procesos 
de saneamiento y constitución de la propiedad de las comunidades indígenas del norte, el 
Estado debe salvaguardar las “[t]ierras patrimoniales de propiedad de varias Comunidades 
Indígenas, tales como pastizales, bofedales, cerros, vegas y otras de uso del ganado auquénido”. 
Probablemente, este es uno de los aspectos más complejos que debe observar el Estado de 
Chile en los procesos de saneamiento de la propiedad indígena en el norte del país. Sin perjuicio 
de lo anterior, las dificultades asociadas a la titulación de las tierras patrimoniales no es óbice 
para que el Estado avance en dicho proceso de saneamiento a través de consultas previas que 
permitan determinar los sistemas consuetudinarios de uso y ocupación de dichos ecosistemas 
de uso colectivo de varias comunidades.

Por otra parte, el artículo 64 de la Ley Nº 19.253 establece un estatuto de protección de las aguas 
de uso y ocupación ancestral de las comunidades indígenas del norte del país, deshaciendo 
para el caso de estas aguas la separación tajante que realiza el Código de Aguas de 1981 entre 
la propiedad de la tierra y los recursos hídricos que sobre ellas escurren:

“Artículo 64.- Se deberá proteger especialmente las aguas de las comunidades 
Aimaras y Atacameñas. Serán considerados bienes de propiedad y uso de la 
Comunidad Indígena establecida por esta ley, las aguas que se encuentren en los 

33	 Así lo ha establecido la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT (CEACR), 
disponiendo que el establecimiento de los derechos de los pueblos indígenas sobre las tierras se basa en la ocupación 
y en el uso tradicional, y no en el eventual reconocimiento o registro legal oficial de la propiedad de la tierra por parte 
de los Estados, en virtud de que la ocupación tradicional confiere el “derecho a la tierra en virtud del Convenio, [...] 
independientemente de que tal derecho hubiera sido reconocido o no [por el Estado]” (Conferencia Internacional del 
Trabajo, 2003, párr. 7).

34	 Al respecto ver las sentencias de la Corte IDH (2001); Corte IDH (2005); Corte IDH (2006); Corte IDH (2007); Corte IDH 
(2010); Corte IDH. (2012); Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2009);  y  Comisión Interamericana de 
Derechos Humamos (2015).

35	 Corte IDH (2007); López (2017, pp. 157-158).
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terrenos de la comunidad, tales como los ríos, canales, acequias y vertientes, sin 
perjuicio de los derechos que terceros hayan inscrito de conformidad al Código 
General de Aguas.
No se otorgarán nuevos derechos de agua sobre lagos, charcos, vertientes, ríos y otros 
acuíferos que surten a las aguas de propiedad de varias Comunidades Indígenas 
establecidas por esta ley sin garantizar, en forma previa, el normal abastecimiento 
de agua a las comunidades afectadas”.

La disposición transcrita dispone el deber de protección especial de las aguas de las comunidades 
indígenas del norte, entre ellas aquellas pertenecientes al Pueblo Colla, considerando la 
importancia cultural de las aguas para este y la escasez hídrica en su hábitat ancestral. Además, 
dicha disposición reconoce el derecho de propiedad ancestral sobre las aguas que se encuentren 
en los terrenos y territorios de los pueblos indígenas del norte del país, señalando que los 
titulares de dichos derechos son las comunidades indígenas establecidas conforme a la ley. Así 
las cosas, el reconocimiento de los derechos de propiedad ancestral de las comunidades sobre 
sus tierras provee, al mismo tiempo, de certeza jurídica respecto a los recursos hídricos existentes 
en dichos territorios, borrando la separación que el Código de Aguas de 1981 estableció entre la 
propiedad de la tierra y el agua.

Además, de acuerdo a la disposición citada previamente, el derecho de propiedad ancestral 
sobre las aguas de los pueblos indígenas es reconocido “[…] sin perjuicio de los derechos que 
terceros hayan inscrito de conformidad al Código General de Aguas”. Lo anterior ha permitido 
que los tribunales funden la regularización de las aguas de las comunidades andinas del norte 
del país sin perjuicio de los derechos que terceros hayan inscrito conforme al Código de Aguas, 
restituyéndose esos derechos de agua constituidos por terceros ajenos a las comunidades 
indígenas demandantes y revirtiéndose procesos de privatización amparados en el Código de 
Aguas de 1981 y la Constitución Política de Chile de 198036.

En síntesis, la Ley Indígena reconoce los derechos de propiedad ancestral y los derechos 
colectivos de las comunidades del norte del país sobre sus tierras y aguas de uso y ocupación 
ancestral, derechos cuyo titular son las comunidades indígenas establecidas por dicha ley. Este 
reconocimiento es consistente con los estándares internacionales aplicables a los derechos 
de propiedad de los indígenas sobre sus tierras y recursos de uso y ocupación ancestral, 
reconocidos en tratados internacionales sobre derechos humanos que hemos analizado y que 
se encuentran vigentes en nuestro país. 

En el caso de la Comunidad Colla Pai-Ote, dicha disposición debería haber llevado al Estado al 
reconocimiento y titulación amplia de sus tierras y territorios de ocupación tradicional, así como 
de aquellas tierras patrimoniales cuya ocupación comparte con otras comunidades, cuestiones 
aún pendientes. El territorio de ocupación y uso ancestral de la Comunidad Colla de Pai-Ote se 
encuentra bajo una fuerte presión debido a la instalación de mega proyectos mineros, incluyendo 
los proyectos objeto de este EIDH, que Kinross impulsa a través de su filial chilena, Compañía 

36	 El derecho de propiedad de las Comunidades Indígenas sobre sus aguas de uso y ocupación ancestral ha sido reconocido 
consistentemente por la jurisprudencia chilena, siendo los casos más emblemáticos el de la Comunidad Atacameña de 
Toconce (Corte Suprema de Chile, 2004) y el de la Comunidad Aymara de Chusmiza-Usmagama (Corte Suprema de 
Chile, 2009). 
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Mantos de Oro. Estos proyectos se emplazan en zonas de veranada e invernada ocupadas y 
utilizadas ancestralmente por varias comunidades, las que incluyen sectores importantes para 
el desarrollo de la trashumancia y la cosmovisión colla, tales como vegas, humedales y lagunas 
altoandinas. En este contexto, uno de los principales problemas dice relación con la falta de 
demarcación y titulación de los derechos de propiedad tradicional de las comunidades colla 
que hacen uso y ocupación del territorio donde se emplazan los proyectos, así como sobre los 
acuíferos que alimentan los sistemas de vegas y bofedales altoandinos, aspectos fundamentales 
para brindar seguridad jurídica a sus actividades tradicionales de pastoreo, base de la economía 
y cultura de este pueblo. En efecto, tal como se señalara anteriormente, la demanda por el 
reconocimiento de la propiedad de uso tradicional de la comunidad data de su constitución 
como comunidad indígena en base a la Ley Indígena en el año 2002.

Tal demanda había sido consignada en las demarcaciones de comunidades colla que se 
efectuaron entre 1996 y 1997 en base al acuerdo Bienes Nacionales-CONADI, que reconoció 
a los collas una territorialidad aproximada de 800 mil hectáreas. No obstante lo anterior, y 
a pesar de la titulación de diversas comunidades colla (Comunidad indígena Sinchi Wayra, 
Comunidad indígena Kolla Pastos Grandes, Comunidad indígena Colla Diego de Almagro, 
Comunidad indígena Colla de Río Jorquera y sus afluentes, y la Comunidad indígena Colla 
Serranía de Poblete) con un total aproximado de 9.000 hectáreas inscritas a la fecha en favor 
de estas en los registros de CONADI (CONADI, 2019), la demanda de la Comunidad Colla de 
Pai-Ote, que data del mismo tiempo de las demás demandas, no ha sido acogida. Ello a pesar 
de contar con asentamientos permanentes en la Quebrada de Paipote y hacer uso de diversas 
vegas y bofedales altoandinos en sus actividades de trashumancia (incluyendo de este a oeste 
los territorios de la comunidad, estos abarcan desde La Junta de la Quebrada de Paipote con 
la Quebrada de Los Cóndores hasta la cuenca del Salar de Maricunga y Laguna del Negro 
Francisco en el altiplano de Copiapó, llegando su deslinde, en algunos tramos, cerca de la 
línea divisoria internacional con la República Argentina), situación que ha sido documentada 
en profundidad en informes académicos que dan cuenta del asentamiento histórico y actual 
de sus tierras y territorios puestos a disposición del Ministerio de Bienes Nacionales y CONADI 
(Molina, Pérez y Segovia, 2012).

Como el INDH señala en su reciente Informe sobre la Región de Atacama, que da cuenta, entre 
otras, de la situación de la Comunidad Colla de Pai-Ote: 

“[…] muchas comunidades indígenas collas, aún no son dueñas formales de sus 
tierras ocupadas ancestralmente ni de las aguas ni demás recursos naturales y han 
perdido además sus rutas trashumantes o estas se han visto afectadas a tal grado 
que se ven impedidos de llevar a cabo las veranadas con sus animales, perdiendo 
parte de su ganado” (INDH, 2018, p. 74).

Por lo anterior es que concluimos que, en este caso, se ha vulnerado el derecho de propiedad de 
la Comunidad Colla de Pai-Ote sobre sus, tierras, territorios y recursos naturales de ocupación 
tradicional, al no haber el Estado procedido en casi dos décadas a su saneamiento y titulación.

Ahora bien, los estándares del derecho internacional de los derechos humanos garantizan 
una serie de salvaguardas adicionales del derecho de propiedad de los pueblos indígenas y 
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tribales en el contexto de las actividades de explotación de recursos naturales en sus territorios 
tradicionales, con el propósito de que dichas actividades no impliquen una denegación de las 
tradiciones y costumbres de un modo que ponga en peligro la propia subsistencia del grupo 
y de sus integrantes. La formulación más avanzada de estas salvaguardias adicionales del 
derecho de propiedad indígena y tribal se encuentra desarrollada en la sentencia de la Corte 
IDH en el caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam. De acuerdo con dicha jurisprudencia, cuando 
los Estados pretendan otorgar concesiones sobre recursos naturales existentes en territorios 
de pueblos indígenas y tribales, junto con cumplir con las condiciones generales exigibles 
convencionalmente a cualquier acto expropiatoria (legalidad, necesidad, proporcionalidad 
e interés público imperativo), deben garantizar las siguientes tres salvaguardias adicionales: 
el derecho de las comunidades involucradas a ser consultadas de acuerdo con sus propias 
tradiciones y, en su caso, la obligación limitada de obtener su consentimiento; la evaluación previa 
e independiente del impacto ambiental y social de las medidas propuestas; y la participación en 
los beneficios con las comunidades afectadas, como una forma de indemnización razonable y 
en equidad que deriva de la explotación de sus tierras y recursos naturales37.

El objetivo perseguido por la Corte IDH con la incorporación de estas salvaguardias adicionales 
consiste en garantizar que el ejercicio legítimo de los derechos del Estado sobre los recursos 
naturales existentes en su territorio jurisdiccional, no afectará la supervivencia de los pueblos 
indígenas y tribales. Dada la importancia que estas salvaguardias tienen para el caso que 
estamos analizando, nos referiremos a ellas a continuación.

c.	 Derecho de consulta previa y al consentimiento previo, libre e informado

Un derecho que se ha vulnerado sistemáticamente durante los procedimientos de evaluación 
ambiental de los proyectos asociados a la mina La Coipa, es la consulta previa, libre e informada. 
Se trata de un derecho fundamental expresamente consagrado en el Convenio 169 de la 
OIT, el que en su artículo 6.1 establece el deber de los estados de “a) consultar a los pueblos 
interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones 
representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles 
de afectarles directamente”. Dichas consultas, según el artículo 6.2, “[…] deberán efectuarse de 
buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo 
o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas”. 

El mismo derecho se encuentra estipulado en la DNUDPI (artículos 27 y 32, entre otros), y en 
la Declaración Americana sobre los derechos de los pueblos indígenas (artículo XXIII). Además, 
en el contexto del Sistema Interamericano de protección de derechos humanos, el derecho a 
la consulta y el deber estatal correlativo, se vinculan con múltiples derechos reconocidos en la 
Convención Americana, en particular con aquellos consagrados en los artículos 1.1 (obligación 

37	 Un pronunciamiento relevante que articula los derechos de propiedad ancestral de los pueblos indígenas con aquellos 
de contenido procedimental en el sistema interamericano de protección de derechos humanos, es el de la Corte IDH en 
el caso Pueblo Saramaka Vs. Surinam (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2009). 
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general de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos)38, 21 (derecho de propiedad)39 y 
23 (derecho a la participación de los asuntos públicos)40. 

Desde la ratificación del Convenio 169 de la OIT por parte de Chile en septiembre de 2008, el 
foco de la discusión en la implementación del derecho de consulta de los pueblos indígenas 
en el SEIA ha estado puesto, casi por completo, en la definición de sus presupuestos y alcance, 
ya sea por medio de su reglamentación por parte del Ejecutivo o su aplicación judicial (Cordero 
Vega, 2013). En este proceso se ha ido consolidando la idea de que la “susceptibilidad de 
afectación directa” en el SEIA se identificaba con los supuestos de “impactos significativos” 
reglados en el artículo 11 de la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente (LBMA), que de 
generarse hacen exigible que un determinado proyecto sea sometido a evaluación ambiental 
bajo la modalidad de EIA y, en consecuencia, deja exceptuados todos aquellos proyectos 
evaluados mediante una simple DIA (Donoso, 2014). Esto ha supuesto, por la vía de la 
interpretación judicial o administrativa, la imposición de un requisito adicional (la dimensión 
de la afectación) para que sea exigible la consulta en el contexto de proyectos de inversión 
en territorios de pueblos indígenas, lo que ha quedado plasmado en el Decreto Supremo 
Nº40 de 2013 del Ministerio del Medio Ambiente, que aprueba el actual Reglamento del SEIA 
(Meza-Lopehandía, 2016; Guerra-Schleef, 2017)41.

De la revisión de los expedientes de evaluación ambiental de los proyectos de exploración 
y explotación asociados a la mina La Coipa, los que incluyen los proyectos “Prospección 
Geológicas Mantos de Oro” (RCA Nº 57/2012), “Explotación de Minerales La Coipa Fase 7” 
(RCA Nº 173/2016) y “Prospecciones Geológicas Mantos de Oro Fase 2” (RCA Nº 54/2016), fue 
posible observar en todos ellos que el titular desconoció la existencia de grupos humanos 
pertenecientes a pueblos indígenas en el área, así como tierras de ocupación tradicional colla 
e, incluso, áreas protegidas susceptibles de ser afectadas. Esto tuvo como consecuencia que 
se haya validado que todos estos proyectos hayan sido evaluados mediante DIA, sin consulta 
de las comunidades afectadas. Ello no obstante haber sido representado a través de vías 
administrativas y judiciales por la Comunidad Colla de Pai-Ote por la afectación que dichos 
proyectos implicaban, así como por CONADI. Cabe mencionar que la Comunidad Colla de 

38	 Corte IDH (2012, párr. 166).

39	 Corte IDH (2007). 

40	 Corte IDH (2005, párr. 225).

41	 El actual artículo 85 del Decreto Supremo Nº40 de 2013 del Ministerio del Medio Ambiente, que aprueba el actual 
Reglamento del SEIA, normalizó dicha interpretación, agregando nuevos presupuestos para que sea procedente el 
deber del Estado de llevar a cabo un proceso de consulta indígena durante el procedimiento de evaluación ambiental, 
lo que ha sido motivo de preocupación, particularmente por la CIDH (2015). De acuerdo con dicha disposición, para 
que surja el deber de la autoridad ambiental de desarrollar un proceso de consulta, en primer lugar, el proyecto o 
actividad debe generar o presentar alguno de los efectos, características o circunstancias indicados del artículo 11 de 
la LBGMA (desarrollados en los artículos 5 a 10 del Reglamento del SEIA), exigiéndose, además, que dicho proyecto 
“afecte directamente a uno o más grupos humanos pertenecientes a pueblos indígenas”. A su vez, el artículo 85 del 
RSEIA establece que grupos de pueblos indígenas podrán participar del proceso de consulta, señalando que solo 
“participarán los pueblos indígenas afectados de manera exclusiva”, lo que en el marco del SEIA se traduce en que sólo 
son sujetos titulares del derecho de consulta, aquellas comunidades o grupos ubicados dentro del área de influencia 
del proyecto sometido a evaluación ambiental. Por último, el artículo 85 del RSEIA especifica la finalidad del proceso de 
consulta indígena, señalando que “deberá efectuarse con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento”, 
sin perjuicio que “el no alcanzar dicha finalidad no implica la afectación del derecho a la consulta”, obviándose los 
estándares e interpretaciones que se han desarrollado en el derecho internacional de los derechos humanos respecto a 
esta exigencia.
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Pai-Ote recurrió a la justicia el 2016 interponiendo un recurso de protección para impugnar 
la aprobación por la autoridad ambiental de la DIA “Explotación de Minerales La Coipa Fase 7” 
(RCA Nº 173/2016). En dicho recurso se alegó la vulneración de los derechos constitucionales 
al medioambiente y a la igualdad, en particular al no realizarse una consulta de la resolución 
a la comunidad de conformidad al Convenio Nº 169 de la OIT, teniendo presente la evidente 
afectación directa del proyecto recurrido sobre su territorio. Dicho recurso fue desestimado 
por la justicia, toda vez que esta se declaró incompetente, aduciendo que de acuerdo a la 
nueva institucionalidad ambiental del país, este debería ser de conocimiento de los tribunales 
ambientales y no de la justicia ordinaria42.

La situación antes descrita es constatada por la propia Comunidad Colla de Pai-Ote, cuya 
Presidenta, Ercilia Araya señala: “En el caso de la Coipa Fase 7 […] no se hizo consulta. Ellos 
[Kinross] debieron haber hecho un estudio [EIA] y consulta” (Ercilia Araya, entrevista, 15 de 
septiembre de 2017). La misma dirigente sostiene que: “En el caso de Fase 7 hicieron consulta 
pero con otras comunidades, no con ellos. Kinross dice que la hicieron, pero nosotros no fuimos 
consultados en la práctica” (Ercilia Araya, entrevista, 3 de febrero de 2018).

Cabe señalar que de acuerdo a la regulación administrativa del derecho de consulta en el 
contexto del SEIA se permite que, aun cuando un proyecto sea evaluado por medio de un EIA, 
no sea necesaria la implementación de un proceso de consulta con comunidades aledañas 
al emplazamiento de un proyecto cuando estas o sus tierras se encuentran ubicadas fuera 
de su área de influencia (definida en principio por el titular y validada por las autoridades 
que participan del proceso de evaluación ambiental). Asimismo, es importante observar que 
en aquellos casos de proyectos mineros en el territorio colla, en los que ha habido consulta, 
como es el caso del proyecto de optimización de Cerro Casale (Barrick Gold y Goldcorp), 
los diálogos han sido impulsados directamente por la empresas titulares interesadas en el 
desarrollo de un determinado proyecto, y no se ha incorporado a todas las comunidades 
susceptibles de ser afectadas, como fue el caso de Comunidad Colla de Pai-Ote. Además, 
los procesos de consulta en estos casos se han reducido a la determinación de incentivos o 
indemnizaciones económicas, en general por medio de la figura de los acuerdos voluntarios, 
sin reconocer como medidas de compensación frente a las restricciones a sus derechos de 
propiedad territorial y perdiéndose de vista la finalidad del derecho de consulta en cuanto 
instancia de diálogo intercultural que, en el contexto del SEIA, permite ante todo hacer visibles 
los impactos que un determinado proyecto puede tener sobre los derechos de los pueblos 
indígenas. En efecto, la denegación o restricción de la consulta imposibilita el ejercicio de la 
autodeterminación de las comunidades colla, al privarlas de la posibilidad de exponer ante 
la autoridad ambiental la forma en que estos proyectos impactan en sus formas de vida y 
costumbres, así como en sus prioridades de desarrollo.

Estas afirmaciones son corroboradas por la empresa a través de Guillermo Contreras, Gerente 
de Responsabilidad Corporativa de Kinross, quien en respuesta a entrevista realizada en el 
desarrollo de esta EIDH afirma que en el contexto del proyecto La Coipa Fase 7 la empresa, si 
bien a su juicio no generaba en las comunidades cargas ambientales, sostuvo un proceso de 

42	  Ver: Corte de Apelaciones de Copiapó (2017). 
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participación voluntaria con las ahora seis comunidades indígenas collas de forma previa al 
ingreso del Proyecto al SEIA. Así, señala: 

“Este proceso de participación con pertinencia indígena, voluntario, previo, libre 
e informado con 6 comunidades indígenas, del área de influencia extendida del 
Proyecto Fase 7, contempló una metodología aprobada por las propias comunidades, 
y la construcción de un diagnóstico participativo completo Histórico–Étnico y 
Cartográfico” (Guillermo Contreras, 10 de julio de 2018).

El mismo representante de Kinross afirma:

“[…] dicho proceso incluyó asimismo la realización de una serie de talleres para 
entregar información del proyecto, y trabajar en torno a acuerdos. Estas acciones se 
realizaron con las instituciones representativas tradicionales de cada Comunidad, 
a través de un diálogo basado en la buena fe, con ánimo y disposición a lograr 
acuerdos. Las reuniones, la metodología y los grupos de trabajo fueron determinados 
por las propias Comunidades, respetando sus costumbres y en condiciones 
apropiadas sugeridas por ellas. Por otra parte, Kinross dio oído y acogió todas las 
problemáticas y preocupaciones presentados por las comunidades y se acordaron 
acciones específicas para responder a cada uno de ellas en pleno respetando de 
los estándares y principios del Convenio 169 de la Organización Internacional del 
Trabajo” (Guillermo Contreras, 10 de julio de 2018).

Tales talleres, conforme a lo señalado por el representante de Kinross, derivaron en acuerdos con 
las comunidades referidos a la relación entre la empresa y las comunidades, al medioambiente, 
desarrollo cultural y social, desarrollo productivo, la mayor parte de ellos comprometidos 
cuando las faenas se pusieran en marcha. En el caso de Pai-Ote, la comunidad participó 
inicialmente de conversaciones con la empresa Kinross y suscribió con esta un Protocolo de 
Acuerdo en Marzo de 2015, en el cual se le trasferirían recursos económicos para el desarrollo 
de actividades educativas, de salud y medioambiente, y actividades productivas en su 
beneficio. En dicho documento, Kinross comprometía además el apoyo a las gestiones de la 
comunidad para el reconocimiento de sus tierras por parte del Estado43. En el mes de julio del 
mismo año, la Presidenta de la comunidad, Ercilia Araya, puso término a dicho acuerdo. Ello en 
conocimiento de que el proyecto La Coipa Fase 7 había sido ingresado a evaluación ambiental 
bajo la modalidad de una simple DIA, sin reconocer la afectación de las tierras de ocupación 
tradicional de la comunidad. Asimismo, la comunidad alegó el incumplimiento de ciertos 
compromisos adquiridos por la empresa relacionados con la mitigación de los impactos de un 
aluvión ocurrido en marzo del mismo año.

Lo señalado por el Gerente de Kinross confirma que el relacionamiento comunitario impulsado 
por la empresa en este proyecto, no constituyó un proceso de consulta previa como establece 
el Convenio 169 de la OIT y el derecho internacional aplicable, sino un proceso “voluntario” de 
información a dichas comunidades. Ello resulta evidente si se tiene en consideración que de 
acuerdo a dichos instrumentos, el derecho a consulta previa es un deber del Estado y, por lo 

43	 De acuerdo a Ercilia Araya tales recursos de la empresa nunca fueron recibidos (Ercilia Araya, entrevista de 3 de febrero 
de 2018).  
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mismo, las acciones informativas o los acuerdos a que las empresas lleguen con las comunidades 
no pueden ser considerados como consultas validas conforme a los estándares internacionales.

La ausencia de mecanismos apropiados de consulta de los proyectos mineros a las comunidades 
collas en general, y a Pai-Ote en particular, se ve corroborada en el reciente informe de INDH 
sobre la Región de Atacama, en que se señala: 

“[…] ni de las empresas mineras consultadas ni de la voz de los propios comuneros 
collas es posible afirmar que se ha cumplido, con la Consulta Indígena Previa, Libre 
e Informada, para efectos de llevar a cabo proyectos o actividades mineras que 
han impactado negativamente en los hábitats de las comunidades indígenas que 
habitan la zona” (INDH, 2018, p. 74).

Cabe destacar que, de acuerdo a toda la evidencia recabada, el proyecto La Coipa y la Coipa 
Fase 7 constituyen una unidad productiva que califica para ser considerada como un proyecto 
a “gran escala” y, por lo mismo, susceptible de generar un impacto mayor en el territorio de las 
comunidades collas, en este caso la Comunidad de Pai-Ote. Al respecto cabe recordar que de 
acuerdo a las directrices del derecho internacional aplicable, tratándose de planes de desarrollo 
o de inversión a gran escala que tendrían un mayor impacto dentro del territorio del pueblo o 
comunidad indígena o tribal, los Estados no solo deben consultar a las comunidades afectadas 
sino recabar su consentimiento libre, previo e informado44.

Por último, se debe agregar en relación a este punto que, como consecuencia de la ausencia de 
procesos de consulta y para recabar el Estado el consentimiento libre, previo e informado de 
la Comunidad Colla de Pai-Ote respecto de las medidas que han determinado la operación de 
La Coipa y La Coipa Fase 7, dicha comunidad se ha visto impedida de ejercer el derecho que le 
corresponde a decidir su prioridades en materia desarrollo y a controlar su desarrollo económico 
social, reconocido en el artículo 7.1 del Convenio Nº 169 de la OIT45. En efecto, la imposición 
de estos proyectos sin su consulta, y menos su consentimiento previo, libre e informado, ha 
afectado y obstaculizado la mantención de las formas o planes de vida de esta comunidad, al 
limitar el desarrollo de su economía tradicional vinculada a la crianza de ganado. Ello, toda vez 
que las actividades mineras de Kinross han obstaculizado la trashumancia propia de su cultura, 

44	 Así, la Corte IDH (2007) en el  Caso del Pueblo Saramaka, señala: “[c]uando se trate de planes de desarrollo o de inversión 
a gran escala que tendrían un mayor impacto dentro del territorio Saramaka, el Estado tiene la obligación, no sólo de 
consultar a los Saramakas, sino también debe obtener el consentimiento libre, informado y previo de éstos, según 
sus costumbres y tradiciones” (párr. 134).  De la misma manera, el Comité de Naciones Unidas para la Eliminación de 
la Discriminación Racial, al respecto señala: “En cuanto a la explotación de los recursos que yacen en el subsuelo en 
tierras tradicionales de comunidades indígenas, el Comité observa que la mera consulta con estas comunidades no 
es suficiente para cumplir con los requisitos establecidos por el Comité en su recomendación general XXIII sobre los 
derechos de los pueblos indígenas.  El Comité, por lo tanto, recomiendo que se obtenga el consentimiento previo e 
informado de dichas comunidades” (Comité de Naciones Unidas para la Eliminación de la Discriminación Racial, 2003, 
párr. 16).

45	 “Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en lo que atañe el proceso de 
desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que 
ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social 
y cultural” (artículo 7.1 Convenio 169 de la OIT). En el lenguaje de la DNUDPI, los pueblos indígenas tienen derecho 
a la libre determinación, derecho en virtud del cual “persiguen libremente su desarrollo económico, social y cultural” 
(artículo 3 DNUDPI).
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y contaminado acuíferos y desecado vegas y bofedales altoandinos indispensables para el 
pastaje de los animales. Tal como el INDH concluye en su Informe sobre la Región de Atacama, 
como consecuencia de la imposición de la actividad minera en su territorio, las comunidades 
collas, incluyendo la de Pai-Ote entrevistada para estos efectos, “[…] se han visto forzados a 
modificar sus ancestrales modos de vida, perdiéndolos en algunos casos” (INDH, 2018, p. 74). 

d.	 Derecho a que se efectúen estudios de impacto socioambiental

El Convenio Nº 169 de la OIT, junto con establecer el deber de los Estados de adoptar las medidas 
que sean necesarias para salvaguardar el medioambiente de los pueblos indígenas (artículo 
7.4), consagra el derecho de estos pueblos a que se efectúen estudios, con su cooperación, a fin 
de evaluar la incidencia social, espiritual, cultural y ambiental que las actividades de desarrollo 
previstas puedan tener sobre ellos (artículo 7.3). Los órganos del Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos han elaborado una serie de estándares tendientes a precisar los criterios 
y procedimientos que permitan asegurar un análisis del impacto en los derechos humanos 
involucrados dentro del proceso de toma de decisiones ambientales, respecto a actividades que 
puedan afectar a pueblos indígenas y tribales (CIDH, 2015, párr. 89). En este sentido, los órganos 
del Sistema Interamericano han señalado que tales estudios deben realizarse: conforme a los 
estándares internacionales y buenas prácticas (Corte IDH, 2007, párr. 129; 2012, párr. 205)46; 
por entidades independientes con la supervisión del Estado (Corte IDH, 2007, párr. 129; 2012, 
párr. 205); evaluando el impacto acumulado que han generado los proyectos existentes y 
aquellos propuestos (Corte IDH, 2008, párr. 41); con la participación de los pueblos indígenas 
y tribales, respetando sus tradiciones y cultura, y sus resultados deben ser compartidos con las 
comunidades a fin de que puedan tomar una decisión informada (Corte IDH, 2008); y teniendo 
siempre como finalidad la preservación y protección de la relación especial de los pueblos 
indígenas y tribales con sus territorios, así como garantizar la subsistencia de estos pueblos, 
debiendo los Estados adoptar las medidas necesarias para asegurar el cumplimiento de esos 
deberes especiales (Corte IDH, 2008).

En el desarrollo de esta EIDH de los proyectos mineros asociados a la faena La Coipa, constatamos 
serias deficiencias en este sentido, principalmente relacionadas con la ausencia de un enfoque 
de derechos humanos durante las evaluaciones ambientales. Esta realidad fue verificada tanto 
en la revisión de los expedientes de evaluación ambiental de los referidos proyectos, como a 
través de las entrevistas con los dirigentes de la Comunidad Colla de Pai-Ote. Así, Ercilia Araya, 
Presidente de la Comunidad Colla de Pai-Ote, sostiene que “[l]o que pasa con estas empresas 
es que llegan al territorio en exploración o a trabajar, pero el respeto por las comunidades no 
lo tienen” (Ercilia Araya, entrevista, 15 de septiembre de 2017), dando cuenta de que cuando 
se han realizado estudios de impacto socioambiental no se han respetado sus tradiciones y 
cultura. La misma dirigente denuncia directamente la negligencia del Estado en este punto, 

46	 En este sentido, el proceso de implementación de la Convención sobre la Diversidad Biológica (1992) es, asimismo, 
relevante para la protección del medio ambiente de los pueblos indígenas, toda vez que en este contexto se han 
venido desarrollando y analizando buenas prácticas para la ejecución de estudios de impacto. En efecto, en 2004, la 
Conferencia de las Partes del Convenio adoptó las Directrices Voluntarias Akwé: Kon evaluaciones de las repercusiones 
culturales, ambientales y sociales de  proyectos de desarrollo que hayan de realizarse en lugares sagrados o en tierras 
o aguas ocupadas o utilizadas tradicionalmente por comunidades indígenas y locales (Secretaría del Convenio sobre la 
Diversidad Biológica, 2005).
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señalando: “[e]l Estado nunca ha hecho un estudio antropológico como corresponde” (Ercilia 
Araya, entrevista, 15 de septiembre de 2017), en el contexto de los proyectos mineros.

Además, los comuneros entrevistados señalaron que el proyecto minero asociado a la mina 
La Coipa aquí analizado, ha generado afectaciones graves al territorio y al medioambiente, 
poniendo en serio riesgo el sistema de vida y costumbre de la Comunidad Colla de Pai-Ote y 
sus miembros. En efecto, la economía ganadera, que constituye la base material y cultural de la 
forma de vida de esta comunidad, está en riesgo por la potencial contaminación de las aguas; 
la pérdida de territorio; la construcción de líneas eléctricas sobre vegas; las dificultades de 
acceso a las zonas de veranada por el cierre de caminos; el desecamiento de vegas y bofedales 
como consecuencia de la extracción de agua fresca para el proceso minero, afectándose 
ecosistemas que cumplen funciones ambientales y productivas insustituibles para preservar la 
biodiversidad47 y el sistema productivo tradicional de las comunidades colla48.

Lo anterior ha sido corroborado mediante la revisión de los expedientes de evaluación ambiental. 
En efecto, pese a que durante las evaluaciones ambientales de los proyectos asociados a la mina 
La Coipa analizados previamente, la CONADI observó la falta de consideración de los impactos 
que estas iniciativas generarían en las comunidades collas que utilizan las tierras aledañas al área 
de emplazamiento de estos proyectos, la autoridad a cargo de la evaluación ambiental validó 
la información y conclusiones del titular respecto a que estas iniciativas no tendrían impactos 
sobre aquellos grupos. Sin perjuicio de que en algunos casos la CONADI cambió de forma 
repentina e inexplicable sus pronunciamientos durante algunos procedimientos de evaluación 
ambiental, la autoridad ambiental sistemáticamente prescindió de las observaciones del 
organismo de la administración del Estado con mayor pertinencia técnica para pronunciarse 
sobre estas cuestiones. 

Otra cuestión observada en el desarrollo de esta EIDH es la negativa de la empresa a reconocer 
la existencia de los derechos de la Comunidad Colla de Pai-Ote sobre sus tierras de ocupación 

47	 Segundo Araya Bordones, dirigente de Pai-Ote señala respecto al impacto negativo de la presencia de proyectos mineros 
sobre la fauna nativa, indicando que muchas especies han migrado de su hábitat: “Antes habían animales salvajes que 
ya no están porque están las mineras, por ejemplo, la vizcacha, la chinchilla, esas se van con el ruido de las mineras, 
buscan otros lugares. Aves también, por ejemplo, los flamencos, los patos, las taguas, están las gaviotas de cordillera, 
una tremenda cantidad de pájaros que si uno se pone a nombrarlos son muchos, y todos se están yendo a otros lugares 
donde no hay ruido” (Segundo Araya Bordones, entrevista, 16 de septiembre de 2017).

48	 Tal como indica doña Ercilia Araya, Presidenta de la Comunidad Colla de Pai-Ote: “En veranada se va para la alta cordillera 
donde están las vegas, los humedales, y el forraje más firme que comen las cabras son los pajonales, varilla y otras 
hierbas más, pero se nos pone muy duro porque tenemos que ir a 4.500 o a 5.000 metros de altura, entonces es muy 
alto, y ahí es donde están los proyectos mineros que afectan la zona de veranada y Kinross afecta la zona de invernada, 
pero ellos no se dan cuenta de que somos trashumantes, por ejemplo pasarán 6-7 meses, un año o dos años y nosotros 
no vamos a ese sector porque no está bueno el pasto y entonces nos vamos a otro sector y eso es lo que a ellos les 
incomoda” (Ercilia Araya, entrevista, 15 de septiembre de 2017). Respecto a esto, Segundo Araya Bordones, señala: 
“Donde las mineras grandes estaban sacando [agua] habían unas vegas preciosas, lagunas grandes de agua, tremendas 
vegas, pantanillos… y ahora último las empresas grandes tienen la vega seca oiga, ya no queda nada… puro suelo, 
todo pelado… en partecitas tiene vega no más. Eran vegas así tan grandes… para pastar… los animales engordaban. Yo 
toda la vida he andado en la cordillera… qué me van a decir a mí… yo conozco todo, he andado todo. Así que dígame 
usted: ¿cómo uno va estar conforme con las empresas grandes? Y la ayuda que tiene uno es nada. Allá arriba nos están 
secando el agua, las napas” (Segundo Araya Bordones, entrevista, 16 de septiembre de 2017). En el mismo sentido, don 
Segundo agrega que “[l]a Laguna del Negro Francisco era una hermosa laguna, ahora ya casi no le queda agua… ¿por 
qué? Porque todo se seca a’onde secan las aguas…. Además que los años que han sido secos… ¡peor pue!” (Segundo 
Araya Bordones, entrevista, 16 de septiembre de 2017).
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tradicional. Ello al sostener que el proyecto minero objeto de esta EIDH no se encontraba dentro 
de tierras indígenas, excluyéndose la realización de un EIA para su concreción. Llama la atención 
que la autoridad a cargo del SEIA, así como la CONADI, que debían velar porque la información 
de base presentada por el titular se hiciera cargo de los impactos de los proyectos sobre las 
comunidades colla, no aseguraron aquello49.

Además, en forma contraria a los estándares internacionales, en el caso de Chile el SEIA 
corresponde a un procedimiento administrativo fundamentalmente impulsado y nutrido con 
la información presentada por los titulares de los proyectos, lo que opera como un incentivo 
institucional para que estos actores subestimen los impactos que sus proyectos tendrán sobre 
los derechos de las comunidades indígenas afectadas y sus hábitats ancestrales. Esto, sumado 
al hecho de que las comunidades afectadas, por lo general, no cuentan con los recursos y 
apoyo técnico necesario para levantar y presentar su propia información durante la evaluación 
ambiental de un determinado proyecto, se traduce en un desequilibrio que debilita la posición 
de los grupos afectados para hacer valer sus posiciones, intereses y derechos en la ponderación 
de los antecedentes relativos a la calificación de un determinado proyecto. Esta deficiencia fue 
observada nítidamente en el caso del proyecto minero La Coipa Fase 7.

Finalmente, cabe destacar que el carácter casuístico que tiene el SEIA impide evaluar el impacto 
acumulativo que han generado los proyectos existentes como los que vayan a generar los 
proyectos propuestos, los que como se señalaba al inicio de este informe son numerosos, 
incluyendo en el caso de Kinross, además del proyecto en análisis, el proyecto Refugio, el 
proyecto Quebrada Seca y la mina Maricunga. En el caso de este último proyecto, también de 
propiedad de Kinross a través de su filial chilena Compañía Minera Maricunga, la situación es 
particularmente compleja, ya que, como se señaló, al igual que la faena La Coipa, su suministro 
hídrico se extrae de acuíferos que alimentan diversos sistemas de vegas y bofedales que son 
parte del corredor biológico del Sitio Ramsar Complejo Lacustre Laguna del Negro Francisco 
y Laguna Santa Rosa, que actúa como un importante regulador de la red ecológica que apoya 
diversas especies, varias de las cuales tienen problemas de conservación. Sin perjuicio de lo 
anterior, durante la evaluación ambiental de la DIA del proyecto “Explotación de Minerales La 
Coipa Fase 7”, no fueron considerados los impactos sinérgicos y acumulativos que las diversas 
extracciones de aguas subterráneas tienen sobre los acuíferos que alimentan los sistemas de 
vegas y bofedales que forman parte del corredor biológico conformado por el Sitio Ramsar, 
pese a que a dicha fecha ya existían indicios de un grave daño ambiental como consecuencia de 
las explotaciones de aguas subterráneas efectuadas por Compañía Minera Maricunga.

e.	 El derecho a la participación en los beneficios y la compensación justa

Los derechos de los pueblos indígenas a participar en los beneficios y a la compensación por los 
daños que pudieran sufrir en el contexto de proyectos de explotación de recursos naturales en 
sus territorios, han sido reconocidos expresamente por diversos instrumentos internacionales 

49	 Esto ha generado una gran desconfianza por parte de las comunidades hacia dichas autoridades, como es el caso de 
CONADI: “CONADI ha desconocido la existencia de comunidades collas” (Ercilia Araya, entrevista, 15 de septiembre de 
2017).
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(artículo 15.2 Convenio 169 de la OIT; articulo 32.3 DNUDPI). 50 Dicha participación, a juicio 
del anterior Relator Especial de Naciones Unidas para los derechos de pueblos indígenas, 
James Anaya, constituye una garantía frente a las limitaciones o privaciones del derecho de 
propiedad estos pueblos. Por lo mismo, debe ser entendida como una forma de cumplimiento 
de un derecho y no como una concesión caritativa que busque el apoyo social del proyecto 
o minimizar los conflictos (Anaya, 2010). En el mismo sentido, la Corte IDH ha señalado que 
“[…] el concepto de compartir los beneficios, el cual puede encontrarse en varios instrumentos 
internacionales respecto de los derechos de los pueblos indígenas y tribales, es inherente al 
derecho de indemnización reconocido en el artículo 21.2 de la Convención [Americana]” (Corte 
IDH, 2007, párr. 138).

De acuerdo a la información proporcionada por la empresa Kinross a través de su gerente de 
Responsabilidad Corporativa y Relaciones Comunitarias, Guillermo Contreras, en el contexto 
del proyecto La Coipa Fase 7, la empresa, luego de un proceso de participación voluntaria con 
seis comunidades indígenas collas, de forma previa al ingreso del proyecto al SEIA, llegó a un 
acuerdo. Así, señala: 

“En el caso de 5 Comunidades, los acuerdos fueron enfocados al proyecto y a la 
relación comunidad y empresa, y una sexta comunidad, realizó un proceso distinto a 
las anteriores, realizando un acuerdo notarial que identificaba 2 fondos de desarrollo 
anual para la Comunidad y un marco de trabajo para cualquier proyecto de Kinross 
en la región”51.

Según Guillermo Contreras, los principales acuerdos logrados con dichas comunidades 
corresponderían a apoyos para el desarrollo cultural, desarrollo productivo y capital de trabajo.52 
A ello se agregaban aquellos referidos al medioambiente, los que incluyeron resguardo de rutas 
de acceso, monitoreo de recursos naturales, agua, resguardo de vegas, etc.53.
 
Tal acuerdo, en caso alguno satisface los requerimientos de la participación en los beneficios 
establecido por el Convenio Nº 169 de la OIT. Es discutible, además, que este haya logrado 

50	 “Los pueblos interesados deberán participar siempre que sea posible en los beneficios que reporten tales actividades, 
y percibir una indemnización equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como resultado de esas actividades” 
(artículo 15.2 Convenio 169 de la OIT). “Los Estados proveerán mecanismos eficaces para la reparación justa y equitativa 
por cualquiera de esas actividades [desarrollo o la utilización de sus tierras o territorios y otros recursos]  y se adoptarán 
medidas adecuadas para mitigar las consecuencias nocivas de orden ambiental, económico, social, cultural o espiritual” 
(artículo 32.3 DNUDPI).

51	 Guillermo Contreras, Respuesta a cuestionario, 10 de julio de 2018.

52	 De acuerdo al gerente de Kinross, estos acuerdos incluían: “Apoyos para desarrollo cultural (Encuentros, resguardo 
de hierbas medicinales, entre otros), Apoyos educacionales y Beca de Estudio, Programas de nivelación de estudios, 
Prácticas universitarias para jóvenes de las Comunidades, Apoyos de invierno para animales, Apoyo para gestionar 
con Municipalidad de Copiapó más acceso a salud en zona rural, Apoyo a la elaboración de documento de rescate de 
plantas medicinales, entre otros.  Desarrollo Productivo y Capital de trabajo: Apoyos para desarrollo productivo, Apoyos 
y capacitaciones para emprendimientos económicos, Capacitación técnica para acceder a trabajos, Política de apoyo a 
la empleabilidad, Entrega de Teléfono Satelital o forma de comunicación, entre otros” (Guillermo Contreras,  10 de julio 
de 2018).

53	 “En este marco se acordaron monitoreos de aspectos de relevancia para las comunidades como agua, polvo, etc., 
Resguardo de Vegas, Compromisos de disminución de velocidades de tránsito Ruta CH 31, Entrega de Documentos de 
monitoreos ambientales y capacitación en temas ambientales, entre otros” (Guillermo Contreras, 10 de julio de 2018).
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compensar el daño causado a dichas comunidades, en particular el daño al medioambiente 
antes referido y, como consecuencia de ello, el daño cultural, toda vez que ha resultado 
determinante en el cambio de actividad criancera de trashumancia a la cual la cultura Colla está 
profundamente vinculada. Asimismo, como ya fuera señalado, la Comunidad Colla de Pai-Ote 
si bien suscribió inicialmente en 2015 un Protocolo de Acuerdo con Kinross, dicho acuerdo fue 
desahuciado por su dirigencia y, por lo mismo, nunca fue compensada por los daños que le han 
sido provocados por su proyecto minero. 

Las restricciones a los derechos de los pueblos indígenas a ser consultados previamente y a que 
se efectúen, con su cooperación, evaluaciones de impacto socioambiental, tienen una incidencia 
directa en el derecho de las comunidades collas a participar en los beneficios que reporten las 
actividades mineras desarrolladas en su territorio. En efecto, la consulta previa y la evaluación 
de impacto socioambiental son derechos cuya finalidad es hacer visible, en el contexto de un 
diálogo intercultural, los impactos que una iniciativa puede tener sobre una comunidad cuyas 
formas de vida y cultura se encuentran estrechamente vinculadas a la disponibilidad de los 
recursos que serán extraídos, y que no son evidentes para la cultura dominante. De esta forma, 
la información que se genere en dichos procesos es un insumo fundamental para ponderar 
el alcance de una compensación justa y razonable e, incluso, poder determinar si es posible 
compensar en un determinado caso las restricciones que una actividad puede generar sobre la 
disponibilidad de los recursos naturales de los cuales depende la supervivencia física y cultural 
de un determinado pueblo indígena. Sin perjuicio de lo anterior, a partir de las entrevistas y la 
información disponible de los proyectos de inversión analizados en este informe, se observó 
una serie de problemas derivados de los modelos de negociación de acuerdos monetarios, 
como son: 1) el surgimiento de comunidades indígenas funcionales a este tipo de acuerdos; y 2) 
la generación de afectaciones graves al tejido social y relaciones entre grupos y familias colla54. 

En un ámbito relacionado, consultada la empresa sobre el empleo que esta genera para los 
integrantes de las comunidades collas, su Gerente Guillermo Contreras señala que conforme 
a su política de responsabilidad corporativa en procesos de licitación en el área de “Supply 
Chain” impulsada el 2018, los proveedores son mejor evaluados si contratan mano de 
obra de comunidades indígenas. Señala, sin embargo, que en el contexto actual de faenas 
“temporalmente paralizadas”, solo existen tres personas (indígenas) en las faenas de la empresa 
(Guillermo Contreras, 10 de julio de 2018).

54	 Tal como da cuenta doña Ercilia Araya en su entrevista: “Han surgido muchas comunidades Collas funcionales a los 
acuerdos con las mineras, para negociar, que no les importa que no haya agua, no les importa el territorio” (Ercilia Araya, 
entrevista, 15 de septiembre de 2017).
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5.	 Responsabilidad de los actores involucrados

a.	 Cuestiones generales

Los titulares de las obligaciones generales en materia de derechos humanos son los Estados, y 
estas consisten en el respeto, garantía y la adopción de medidas de derecho interno para hacer 
efectivos dichos derechos. Así se señala expresamente en el artículo 2 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), y en los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana, 
y se desprende de la totalidad del articulado del Convenio Nº 169 de la OIT, así como de otros 
instrumentos internacionales que consagran derechos humanos específicos a los pueblos 
indígenas y tribales. Estas disposiciones son fundamentales para determinar si una violación de 
los derechos humanos puede ser atribuida a un Estado y, por tanto, establecer la responsabilidad 
internacional de estos.

Se encuentra asentado en el derecho internacional de los derechos humanos que, en 
determinadas circunstancias, se puede generar responsabilidad internacional del Estado 
por vulneraciones a los derechos humanos derivadas de actos cometidos por particulares u 
otros actores no estatales, lo que incluye a las empresas privadas. Esta aproximación ha sido 
utilizada por la Corte IDH y la CIDH en la interpretación y aplicación de las normas del Sistema 
Interamericano al conocer situaciones concernientes a la violación de derechos humanos por 
parte de terceros (CIDH, 2015, párr. 46). Lo propio ha sucedido en el ámbito del sistema de 
Naciones Unidas, donde diversos organismos de supervisión de tratados han incorporado en sus 
observaciones los criterios bajo los cuales se puede generar responsabilidad internacional del 
Estado por vulneraciones a los derechos humanos derivada de actos cometidos por particulares 
u otros actores no estatales55.

Un hito importante en el desarrollo de directrices internacionales relativas a la responsabilidad 
de las empresas en materia de derechos humanos se dio el año 2005, cuando la antigua 
Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas estableció un mandato para un 
“Representante Especial del Secretario general para la cuestión de los derechos humanos y 
las empresas transnacionales y otras empresas”, y solicitó al Secretario General que designara 
al titular del mandato, siendo nombrado John Ruggie. El año 2010, el Representante Especial 
Ruggie presentó su informe sobre los Principios Rectores (PR) sobre las empresas y los derechos 
humanos al Consejo de Derechos Humanos, el cual los hizo suyos a través de su resolución 17/4 
de 16 de junio de 2011 (Consejo de Derechos Humanos, 2011). 

Los PR de las Naciones Unidas en esta materia se basan en tres pilares fundamentales: 1) La 
obligación del Estado de proteger frente a los abusos de derechos humanos cometidos por 
terceros, incluidas las empresas, mediante medidas adecuadas, actividades de reglamentación 
y sometimiento a la justicia (Pilar 1)56; 2) la obligación y responsabilidad de las empresas de 

55	 Ver: Comité de Derechos Humanos (2004, párr. 8), 

56	 En cumplimiento del deber de protección de los Estados (Pilar 1), estos tienen, entre otras obligaciones, las de: a) Hacer 
cumplir las leyes que tengan por objeto o por efecto hacer respetar los derechos humanos a las empresas, evaluar 
periódicamente si tales leyes resultan adecuadas y remediar eventuales carencias; b) Asegurar que otras leyes y normas 
que rigen la creación y las actividades de las empresas, como el derecho mercantil, no restrinjan sino que propicien el 
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respetar los derechos humanos, lo que implica el deber de evitar vulnerar los derechos de las 
personas y reparar las consecuencias negativas de sus actividades, lo que se ha conceptualizado 
como “la debida diligencia” (Pilar 2)57; y 3) la necesidad de establecer mecanismos efectivos de 
reparación, lo que implica que tanto los Estados como las empresas deben garantizar que las 
víctimas de abusos a sus derechos humanos por parte de empresas tengan acceso a mecanismos 
efectivos para la reparación, tanto judiciales como extrajudiciales (Pilar 3)58. Cabe destacar, 
como establecen expresamente los PR, que: “[e]n ningún caso debe interpretarse que estos 
[p]rincipios […] establezcan nuevas obligaciones de derecho internacional ni que restrinjan o 
reduzcan las obligaciones legales que un Estado haya asumido […] en materia de derechos 
humanos” (Consejo de Derechos Humanos, 2011, Principios Generales).

Otra discusión que ha corrido por un carril paralelo y que dialoga con las políticas de 
regulación de las empresas por violaciones a los derechos humanos, es aquella relativa a las 
obligaciones extraterritoriales de los Estados en materia de derechos humanos y su implicancia 
para la actuación de las empresas. Tal como ha destacado el Consorcio ETO (2013), “[a] pesar 
de la universalidad de los derechos humanos, muchos Estados continúan interpretando 
sus obligaciones de derechos humanos como aplicables solamente dentro de sus propias 
fronteras” (p. 3), lo que ha dado lugar a brechas en la protección de los derechos humanos 
que se han agravado durante los últimos veinte años, fundamentalmente en el contexto de la 

respeto de los derechos humanos por parte de las empresas; c) Asesorar de manera eficaz a las empresas sobre cómo 
respetar los derechos humanos en sus actividades; d) Alentar y, si es preciso, exigir a las empresas que expliquen cómo 
tienen en cuenta el impacto de sus actividades sobre los derechos humanos (Consejo de Derechos Humanos, 2011).

57	 En cumplimiento de su obligación de respetar los derechos humanos (Pilar 2) las empresas deben “abstenerse de 
infringir los derechos humanos de terceros y hacer frente a las consecuencias negativas sobre los derechos humanos en 
las que tengan alguna participación” (Consejo de Derechos Humanos, 2011, Principio 11) –ejercer la diligencia debida–, 
para garantizar que sus actividades y relaciones no violan los derechos humanos. Los Principios Rectores establecen 
claramente que esta responsabilidad es extensiva a todas las operaciones y relaciones de las empresas y que ésta es 
independiente de lo que el Estado haga o deje de hacer. De acuerdo con los PR, la responsabilidad de las empresas se 
refiere a “derechos humanos internacionalmente reconocidos que abarcan, como mínimo, los derechos enunciados 
en la Carta Internacional de Derechos Humanos y los principios relativos a los derechos fundamentales establecidos 
en la Declaración de la Organización Internacional del Trabajo relativa a los principios y derechos fundamentales 
en el trabajo” (Consejo de Derechos Humanos, 2011, Principio 12). De acuerdo a los mismos PR, la responsabilidad 
de las empresas, además, les obliga a “prevenir o mitigar las consecuencias negativas sobre los derechos humanos 
directamente relacionadas con operaciones, productos o servicios prestados por sus relaciones comerciales, incluso 
cuando no hayan contribuido a generarlos” (Consejo de Derechos Humanos, 2011, Principio 13). La debida diligencia 
en materia de derechos humanos, incluye “una evaluación del impacto real y potencial de las actividades sobre los 
derechos humanos, la integración de las conclusiones, y la actuación al respecto; el seguimiento de las respuestas y la 
comunicación de la forma en que se hace frente a las consecuencias negativas”. Se trata, de acuerdo a los PR, de “las 
consecuencias negativas sobre los derechos humanos que la empresa haya provocado o contribuido a provocar a través 
de sus propias actividades, o que guarden relación directa con sus operaciones, productos o servicios prestados por sus 
relaciones comerciales” (Consejo de Derechos Humanos, 2011, Principio 17). Además, los mismos PR disponen que si las 
empresas han provocado o contribuido a provocar consecuencias negativas, éstas “deben repararlos o contribuir a su 
reparación por medios legítimos” (Consejo de Derechos Humanos, 2011, Principio 22).

58	 En cuanto a los mecanismos de reparación (Pilar 3), los PR disponen que, como parte de su deber de protección contra 
las violaciones de derechos humanos relacionadas con actividades empresariales, “los Estados deben tomar medidas 
apropiadas para garantizar, por las vías judiciales, administrativas, legislativas o de otro tipo que correspondan, que 
cuando se produzcan ese tipo de abusos en su territorio y/o jurisdicción los afectados puedan acceder a mecanismos 
de reparación eficaces” (Consejo de Derechos Humanos, 2011, Principio 25). Junto a ello, los Estados deben facilitar el 
acceso a mecanismos de reclamación no estatales (Consejo de Derechos Humanos, 2011, Principio 28). Finalmente, las 
empresas “deben garantizar la disponibilidad de mecanismos de reclamación eficaces” (Consejo de Derechos Humanos, 
2011, Principio 30).
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globalización59. A partir de lo anterior, el derecho internacional ha ido reconociendo que los 
Estados deben cumplir con sus obligaciones internacionales en materia de derechos humanos 
(respetar, proteger y adoptar medidas) fuera de su propio territorio, dando lugar a lo que se 
ha denominado como obligaciones extraterritoriales de los Estados en materia de derechos 
humanos (ETO, por su sigla en inglés) (Observatorio Ciudadano, 2016). Las ETO surgen de las 
obligaciones de cooperación internacional consideradas en el derecho internacional desde la 
conformación misma de la Organización de Naciones Unidas, y han sido fortalecidas a través 
del tiempo mediante las declaración y observaciones realizadas por los diversos órganos de 
control de tratados de derechos humanos que hoy forman parte del derecho internacional de 
los derechos humanos desarrollado por esa entidad, contribuyendo a una definición conceptual 
de dichas obligaciones, que delimita su alcance y su aplicación tanto a acciones como omisiones 
de los Estados (Observatorio Ciudadano, 2016)60. 

En este contexto, las ETO han sido materia de preocupación de los órganos de control de 
tratados de Naciones Unidas en relación a los derechos de pueblos indígenas, muchas veces 
afectados por la actuación de empresas trasnacionales cuyas sedes principales se encuentran 
domiciliadas fuera de los territorios en los que desarrollan sus actividades. Ejemplo de ello 
son las observaciones del CERD a Australia en 2010, Reino Unido en 2011 y Canadá en 2012 
(Observatorio Ciudadano, 2016). Igualmente, las ETO en materia de derechos humanos también 
han sido materia de preocupación de los órganos del Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos, en particular de la CIDH (2015), organismo que ha dado cuenta de la necesidad de la 
existencia de un marco jurídico que aborde de forma adecuada la actuación de las compañías 
extranjeras en la jurisdicción de los Estados de la región, dada la prevalencia que estas han 
adquirido en años recientes y al impacto que están teniendo en los derechos humanos, con 
especial énfasis en los pueblos indígenas y tribales61.

A continuación se analiza la responsabilidad de cada uno de los actores involucrados en las 
afectaciones de los derechos humanos que se han identificado en esta EIDH del proyecto La 
Coipa y La Coipa Fase 7 de Kinross, distinguiendo entre aquella que le cabe al Estado de Chile, 
al Estado de Canadá y a la empresa involucrada. 

59	 Dichas brechas incluyen: la falta de regulación sobre derechos humanos y rendición de cuentas de empresas 
transnacionales; la ausencia de rendición de cuentas sobre derechos humanos de Organizaciones Intergubernamentales 
y, en particular, de Instituciones Financieras Internacionales; la inefectiva aplicación de las normas de derechos humanos 
a normas, políticas y disputas sobre inversión y comercio; la falta de implementación de las obligaciones de proteger y 
garantizar los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (DESC) en el exterior, entre otros, a través de la cooperación y 
asistencia internacional (Consorcio ETO, 2013, p. 3).

60	 De acuerdo a la Red DESC, en los siete años que precedieron al 2014 los órganos de control de tratados de Naciones 
Unidas habían abordado en 26 oportunidades las obligaciones extraterritoriales de los Estados en materia de derechos 
humanos en sus observaciones, incluyendo en ellas referencia a derechos tales como la seguridad social, el derecho a 
la alimentación, el derecho a no ser torturado, el derecho a la vivienda y al agua, el derecho a un recurso efectivo y a 
reparaciones (Red DESC, 2014).

61	 Tomando en cuenta la jurisdicción extraterritorial aplicada por Estados en la región, tales como Estados Unidos y Canadá, 
en el ámbito del derecho tributario y penal, la CIDH ha sostenido que es jurisprudencialmente razonable entender que 
un Estado puede ser considerado responsable bajo el derecho internacional de los derechos humanos por conducta 
que toma lugar en otro país, cuando sus omisiones y actuaciones iniciales causan violaciones de derechos humanos y el 
Estado en donde la conducta ha tomado lugar es incapaz de proteger o implementar los derechos humanos en cuestión 
(CIDH, 2015). Finalmente, la CIDH (2015) ha constatado como uno de los principales obstáculos para la existencia de 
un marco jurídico adecuado que aborde la actuación de las compañías extranjeras en la jurisdicción de los Estados, el 
temor de que dichas regulaciones promuevan una fuga de inversiones en los países.
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b.	 Responsabilidad del Estado de Chile

Sobre la base de lo anterior, al Estado de Chile le cabe una responsabilidad central en la vulneración 
de los derechos de la Comunidad Colla de Pai-Ote, así como de las demás comunidades collas 
que hacen uso del territorio hoy impactado por los proyectos mineros La Coipa y La Coipa Fase 
7 de Kinross62.

En este sentido, el Estado de Chile no ha cumplido con su obligación de proteger a esta 
comunidad frente a los abusos de derechos humanos cometidos por terceros (Pilar 1.1 PR), en 
este caso por la empresa Kinross en el contexto del proyecto minero objeto de esta EIDH. En 
efecto, el Estado otorgó a terceros ajenos a las comunidades collas las concesiones mineras que 
dieron origen a los proyectos que hemos analizado en este informe. Lo mismo ha sucedido con 
los derechos de agua para sus faenas, otorgándoles preferencia sobre las comunidades, en este 
caso la Comunidad Colla de Pai-Ote, desconociendo el derecho de propiedad sobre las tierras y 
recursos que tradicionalmente han ocupado o que son fundamentales para la conservación de 
otros recursos que tradicionalmente ocupan, como las vegas y bofedales, conforme al derecho 
nacional e internacional aplicable. Tal otorgamiento por el Estado fue realizado sin derecho de 
consulta, sin su consentimiento libre, previo e informado, y vulnerando su derecho a definir 
prioridades en materia de desarrollo.

El Estado chileno tampoco cumplió con su obligación de asegurar que esta comunidad pudiese 
participar de los beneficios que reportan las actividades mineras de la empresa, así como ser 
compensadas por los daños que les han sido provocados como consecuencia de ellas. Es así 
como el Estado de Chile no hizo cumplir las leyes que tienen por objeto hacer respetar los 
derechos humanos a las empresas (Principio 3a PR), como lo son la Ley 19.253, y las leyes 
internacionales, como el Convenio Nº 169 de la OIT, la Convención Americana de Derechos 
Humanos, entre otros tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile 
y vigentes en el país, y que son aplicables a la Comunidad Colla de Pai-Ote en su calidad de 
comunidad indígena.

Posiblemente el incumplimiento más grave en este sentido es el que los órganos del Estado de 
Chile, si bien documentaron tempranamente en los noventa las tierras de ocupación tradicional 
de las comunidades collas, incluyendo la Comunidad Colla de Pai-Ote sobre las cuales se 
asientan los proyectos mineros La Coipa y la Coipa Fase 7, no desarrollaron la acción necesaria 
para su reconocimiento y titulación en propiedad en contravención al derecho aplicable. Ello a 
diferencia de otras comunidades collas cuyas tierras de ocupación tradicional –aunque menor 
en superficie a aquellas ocupadas y, por lo mismo, demandadas–, les han sido reconocidas por 
el Estado.

Al respecto, cabe señalar que diversos órganos de tratado del Sistema de Naciones Unidas han 
manifestado su preocupación en relación a la política de tierras indígenas del Estado de Chile 
(CONADI), por cuanto esta no garantiza a muchos miembros de estos pueblos acceder a sus 
tierras ancestrales. Así, el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial de Naciones 
Unidas (2013) recomendó al Estado de Chile:

62	 Esto fue declarado de manera expresa por doña Ercilia, comunera y presidenta de la Comunidad Colla de Pai-Ote: “Para 
mí el principal responsable es el Estado [chileno]”.
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“[…] acelerar el proceso de restitución de tierras ancestrales y a proporcionar los 
recursos eficaces y suficientes para proteger los derechos de los pueblos indígenas 
sobre sus tierras y recursos ancestrales, de acuerdo con la Convención, demás 
normas internacionales relevantes, y con los tratados firmados entre el Estado parte 
y los pueblos indígenas” (CERD/C/CHL/CO/15-18, párr. 21) (CERD, 2013, parág.13 a).

Por otro lado, los órganos del Estado en el marco de los procesos de evaluación ambiental 
de los proyectos de prospección y explotación presentados por la empresa para impulsar 
la unidad productiva La Coipa, salvo excepciones, como el caso de CONADI, no observaron 
que estos se emplazaban sobre tierras de la Comunidad Colla de Pai-Ote y, por lo mismo, 
generaban afectación sobre ellas. Asimismo, durante los procedimientos de evaluación 
ambiental que se analizó, en particular aquel relativo a la continuidad operacional de la faena 
La Coipa (La Coipa Fase 7), no se evaluaron los impactos sinérgicos que las extracciones de 
aguas realizadas por diversas empresas tienen sobre los acuíferos que alimentan los sistemas 
de vegas y bofedales que forman parte del Sitio Ramsar Complejo Lacustre Laguna del Negro 
Francisco y Laguna Santa Rosa, los que son utilizados desde tiempos inmemoriales por 
diversas comunidades collas.

Estrechamente relacionado con lo anterior, al evaluar ambientalmente los proyectos objeto 
de esta EIDH bajo la modalidad de simples DIA, descartando la realización de un EIA, no se 
garantizó que la Comunidad Colla de Pai-Ote fuese debidamente consultada previo a la 
aprobación ambiental, y menos aún que se recabará su consentimiento libre, previo e informado 
frente a ellos. Al respecto cabe señalar que las deficiencias del sistema normativo del Estado 
de Chile para asegurar el derecho de consulta y el consentimiento libre, previo e informado 
de estos pueblos antes de aprobar proyectos de inversión que puedan afectar sus tierras y 
medioambiente también ha sido observado por órganos del Sistema de Naciones Unidas. De 
esta forma, el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial de Naciones Unidas (2013) 
recomendó al Estado de Chile:

“[…] evaluar sistemáticamente el impacto ambiental, realizar consultas libres, 
previas y bien informadas para obtener el consentimiento libre y con pleno 
conocimiento de causa de los pueblos indígenas concernidos antes de autorizar 
cualquier proyecto de inversión que pudiera afectar negativamente su salud y su 
sustento en los lugares habitados por ellos (CERD/C/CHL/CO/15-18, párr. 22 y 23)” 
(Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, 2013, párr. 13.c).

Como consecuencia de lo anterior, no se respetó su derecho a definir prioridades en materia de 
desarrollo, el que se ha visto gravemente afectado al obstaculizar el desarrollo de su economía 
trashumante vinculada a la crianza de animales. 
 
Si bien la SMA, organismo de fiscalización ambiental, acogió la denuncia por contaminación 
ambiental formulada por la dicha comunidad, no ha compensado hasta ahora a la comunidad 
por los graves daños ambientales que ha sufrido. 

Por otro lado, el Estado chileno tampoco ha cumplido con adecuar su ordenamiento jurídico 
interno aplicable a estos proyectos, a objeto de que este no restrinja los derechos humanos (PR, 
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Principio 3 b), en este caso, de la Comunidad Colla de Pai-Ote. Lo anterior, en particular en lo 
referido al Código de Aguas de 1981 o la Ley de Bases del Medio Ambiente de 1993 (modificada 
el 2010), y su reglamentación (Decreto Supremo 40 que reglamenta el Sistema de Evaluación de 
Impacto ambiental), para asegurar que estas resulten adecuadas para proteger o remediar sus 
carencias en materias de derechos humanos en general y de derechos de los pueblos indígenas 
en particular. Ello, no obstante distintas instancias internacionales, incluyendo órganos de 
tratado del Sistema de Naciones Unidas, Relatores Especiales de la misma entidad y la OIT, han 
venido recomendando al Estado chileno, desde la entrada en vigencia del Convenio Nº 169, la 
adecuación de su normativa interna en la materia a los estándares internacionales.

Otro ámbito en que el Estado de Chile ha omitido sus obligaciones en materia de derechos 
humanos en relación a la Comunidad Colla de Pai-Ote, es aquel relativo a la inefectividad de los 
mecanismos judiciales y administrativos para garantizar reparación por los daños causados por 
los proyectos La Coipa y La Coipa Fase 7 (PR, Principio 25). En efecto, el único mecanismo estatal 
utilizado por la comunidad que tuvo alguna acogida, no para reparar los daños causados pero 
al menos para evitar la continuidad de la afectación ambiental por parte de dichos proyectos 
en su hábitat de ocupación tradicional, fue la denuncia presentada a la SMA, antes referida. Sin 
embargo, la acción de protección de garantías constitucionales interpuesta por la comunidad 
en 2016 ante los tribunales de justicia, impugnando la autorización ambiental del proyecto La 
Coipa Fase 7 (RCA 173/2016), por haber sido otorgado sin garantizar el derecho a la consulta 
previa, como se señalara, no encontró acogida.

Finalmente, el Estado chileno suscribió en 1997 un acuerdo comercial con Canadá, que desde 
su entrada en vigencia ha facilitado las inversiones de empresas mineras canadienses en el 
territorio colla, incluyendo las inversiones de Kinross a través de su filial Mantos de Oro en 
La Coipa a contar de 2007 y en la Coipa Fase 7 a contar de 2015. Ello sin velar por la debida 
coherencia, que de acuerdo a los PR de Naciones Unidas antes referidos, este tipo de acuerdos 
comerciales deben tener con los tratados internacionales de derechos humanos que han 
suscrito, de modo de no afectar el cumplimiento de las obligaciones que en esta materia han 
sido contraídas mediante ellos (PR, Principio 10 a). El Estado chileno tampoco realizó una 
evaluación del potencial impacto de estos acuerdos comerciales en los derechos humanos.

c.	 Responsabilidad del Estado de Canadá

Si bien la operadora de los proyectos mineros La Coipa y la Coipa Fase 7 es la Compañía Minera 
Mantos de Oro, ella, como ha sido señalado, es filial de Kinross Gold Corporation, empresa con 
domicilio en Canadá. Teniendo presente las directrices del derecho internacional relativas a las 
ETO de los Estados en materia de derechos humanos, las que incluyen el cumplimiento de los 
deberes de respetar, proteger y adoptar medidas para garantizar los derechos humanos fuera 
de su propio territorio, se hace necesario analizar la responsabilidad que el Estado de Canadá 
tiene en las vulneraciones de derechos humanos que en el contexto de estos proyectos mineros 
se han identificado en esta EIDH.

Existente una importante literatura que da cuenta de la problemática de la afectación de 
derechos humanos por parte de empresas transnacionales domiciliadas en Canadá fuera de 
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ese país, incluyendo Chile, dada las numerosas denuncias de violaciones de derechos humanos 
cometidas por estas en el marco de sus actividades. En efecto, en los últimos años Canadá 
se ha convertido en un actor gravitante en materia de industria extractiva, en particular en 
la minería63, lo que ha dado origen a una gran cantidad de conflictos como consecuencia de 
la resistencia de las comunidades afectadas (Observatorio Ciudadano, 2016). La ausencia de 
un marco regulatorio y mecanismos administrativos de reclamación en el Estado canadiense 
para abordar las afectaciones en los derechos humanos cometidas fuera de sus fronteras por 
empresas domiciliadas en ese país, incluyendo los derechos de pueblos indígenas, ha concitado 
la preocupación de organismos internacionales de derechos humanos, en particular del CERD64, 
el Comité de Derechos Humanos65, el Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales66 y 
la CIDH (2015, párr. 80). 

La preocupación internacional por esta situación y la presión desde sociedad civil canadiense 
motivaron al Gobierno de Canadá en 1995 a desarrollar mesas redondas con distintos actores, 
incluyendo empresas, sociedad civil y pueblos indígenas, para analizar la responsabilidad 
social corporativa de las industrias extractivas canadienses en países en desarrollo. Una de las 
recomendaciones de esta instancia fue el establecimiento de una defensoría independiente 
que investigaría e informaría de casos de reclamos, así como de un Comité de Revisión de 
Cumplimiento que evacuaría recomendaciones en relación con acciones a adoptar en los 
casos investigados, las que podrían incluir el retiro de servicios financieros (o no) por parte del 
gobierno de Canadá frente a casos graves de incumplimiento (Advisory Group Report, 2007).

Junto a ello, en 2010 un integrante da la Cámara de los Comunes presentó una iniciativa legal 
sobre la Responsabilidad Corporativa por las Actividades de la Minería, Petróleo y Gas en Países 
en Vías de Desarrollo. Dicha iniciativa, conocida como el Bill C-300, establecía un mecanismo de 
quejas que permitía determinar sanciones, como el retiro de apoyo público y financiero, para 

63	 Un estudio realizado por el grupo de Trabajo sobre Minería y Derechos Humanos en América Latina sobre el impacto 
de la minería canadiense en América Latina y la responsabilidad de Canadá da cuenta de que para el año 2012, un 57% 
de las empresas mineras a nivel global estaban registradas en la Bolsa de Toronto. Cerca de la mitad de las empresas allí 
registradas desarrollaban proyectos de inversión fuera de Canadá. De los 4.322 proyectos llevados a cabo por dichas 
empresas fuera de Canadá, 1.526 estaban en Latinoamérica. Al 2013, los países latinoamericanos donde las empresas 
canadienses tenían más activos eran México (20.000 millones de dólares) y Chile (19.000 millones de dólares) (Grupo de 
Trabajo sobre Minería y Derechos Humanos en América Latina, 2013).

64	 El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial observó en 2012 al Estado de Canadá que: “[s]i bien toma nota 
de que el Estado parte ha aprobado una Estrategia de responsabilidad de las empresas, el Comité está preocupado por 
que el Estado parte aún no ha adoptado medidas con respecto a las empresas transnacionales con domicilio social en 
[…] Canadá cuyas actividades, en particular las mineras, afectan negativamente a los derechos de los pueblos indígenas 
fuera del Canadá (art. 5)./El Comité recomienda al Estado parte que adopte las medidas legislativas apropiadas para 
impedir que las empresas transnacionales con domicilio social en el Canadá lleven a cabo actividades que afecten 
negativamente al goce de los derechos de los pueblos indígenas fuera del Canadá, y para exigir responsabilidades a 
estas empresas” (Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, 2012, párr. 14).

65	 En 2015 el Comité de Derechos Humanos recomendó a Canadá “[…] elaborar un marco jurídico que ofrezca recursos 
legales a las personas que hayan sido víctimas de actividades de esas empresas que operan en el extranjero” (Comité de 
Derechos Humanos, 2015, párr. 6).

66	 En marzo de 2016 el Comité DESC recomendó que Canadá: “introduzca mecanismos efectivos para investigar las 
denuncias presentadas contra esas empresas [registradas o domiciliadas en su jurisdicción] y adopte las medidas 
legislativas necesarias para facilitar el acceso a la justicia ante los tribunales nacionales de las víctimas de las actividades 
de esas empresas” (Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 2016).
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empresas que violaran el marco de CSR de Canadá (Parliament of Canada, 2009). Por estrecho 
margen, esta iniciativa no fue aprobada por el Parlamento canadiense67. 
 
Las recomendaciones emergidas de las mesas redondas antes referidas, sin embargo, no 
se implementarían hasta el 201768, cuando el gobierno del Primer Ministro Trudeau creó el 
Ombudsperson Canadiense para la Responsabilidad Empresarial (CORE, por su nombre en 
inglés) (Government of Canada, 2018) para abordar las denuncias relacionadas con alegatos de 
abusos de los derechos humanos que surgen de las operaciones de una compañía canadiense en 
el extranjero, así como también un Órgano Asesor multisectorial sobre la Conducta Empresarial 
Responsable (Government of Canada, 2018). El Ombudsperson tendría la facultad de realizar 
investigaciones independientes a propósito de denuncias de violaciones de derechos humanos 
derivadas de la actividad empresarial canadiense en el extranjero, y se le proporcionarían las 
herramientas y recursos necesarios para cumplir su mandato, y emitir recomendaciones sobre 
la indemnización de las víctimas, cambios en políticas corporativas y en políticas del gobierno, 
así como la retirada del apoyo diplomático y el apoyo financiero (Government of Canada, 2017). 

Por su parte, el Órgano Asesor multisectorial orientaría al Gobierno sobre la implementación 
efectiva y el desarrollo de leyes, políticas y prácticas que aborden la conducta empresarial 
responsable de las empresas canadienses que operan en el extranjero. 

El nombramiento del Ombudsperson, sin embargo, solo fue realizado el 2019 (Government 
of Canada, 2019). Hasta la fecha no ha conocido caso alguno. Las restricciones introducidas al 
mandato e independencia de esta entidad –las que incluyen su ausencia de facultades para 
exigir la presentación de documentos y testigos, para recomendar sanciones a las compañías 
que han causado, o han contribuido a cometer abusos en materia de derechos humanos, y su 
falta de independencia, toda vez que dependerá del Departamento de Asuntos Internacionales, 
Comercio y Desarrollo– han generado el cuestionamiento de organizaciones de la sociedad 
civil canadiense, las que cuestionan la efectividad que este mecanismo tendrá para abordar 
los reclamos de las comunidades afectadas por las empresas canadienses fuera de Canadá 
(Coumans, 2019). 

En ausencia de un mecanismo administrativo eficaz para lograr justicia frente a las violaciones 
de derechos humanos cometidas por empresas canadienses fuera de Canadá, durante al menos 
la última década, las víctimas de violaciones han presentado demandas directamente ante los 
tribunales de dicho país (Above Ground, s/f ). Hasta hace poco, sin embargo, los demandantes 
extranjeros no habían tenido éxito, y sus alegaciones fueron desestimadas por razones de 
competencia territorial (forum nos conviniens) debido a que se ha considerado que la empresa 
matriz y sus filiales son entes separados, evitando con ello que se asigne responsabilidad legal 
a la empresa matriz por actividades de sus subsidiarias (Observatorio Ciudadano, 2016). Sin 
perjuicio de lo anterior, a la fecha ya se ha generado al menos un precedente importante en 

67	 En el rechazo a esta iniciativa habría incidido el fuerte lobby de las empresas mineras (Comunicación personal, Jennifer 
Moore, Mining Watch Canada).

68	 En 2009, el  Gobierno de Canadá creó una Consejería de Responsabilidad Social Corporativa para el sector extractivo 
para asistir a los actores clave vinculados a la actividad de las empresas canadienses fuera de Canadá. Dicha Consejería, 
sin embargo, tenía un mandato limitado, que consistía en solo revisar y no investigar reclamos, y ello solo con el 
consentimiento de las compañías involucradas.
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el contexto de diversas demandas de ciudadanos guatemaltecos presentadas ante el Tribunal 
Superior de Ontario contra la minera canadiense Hudbay Minerals Inc., en las que se alega 
que entre 2007 y 2009 el personal de seguridad contratado por esta compañía en su mina de 
níquel Fénix, dio muerte a un dirigente de la comunidad, hirió de gravedad a un poblador y 
violó de manera colectiva a once mujeres. En 2013, el Tribunal Superior de Ontario dictaminó 
que las alegaciones de los demandantes se basaban en la negligencia directa de la empresa 
matriz, la que, de acuerdo a los demandantes, es responsable de las acciones y omisiones de sus 
subsidiarias, sentando un importante precedente con respecto a la responsabilidad legal de la 
empresa matriz (Observatorio Ciudadano, 2016). 

En 2017, la Corte Suprema de Canadá rechazó la apelación de Tahoe Resources Inc en demanda 
presentada por comunidades de Guatemala por su responsabilidad en la violación de derechos 
humanos cuando fuerzas de seguridad de la mina San Rafael, de su propiedad, reprimieron 
violentamente una manifestación pacífica, por lo que el caso está siendo analizado por la Corte 
de Apelaciones de la Provincia de British Columbia (Solano, 2017). También en 2017, la Corte de 
Apelación de Columbia Británica emitió una sentencia sobre el caso Araya v. Nevsun Resources, 
en la cual rechaza la apelación presentada por Nevsun y permite que el juicio continuara 
su curso y llegara a la etapa de fondo. Se trata de una decisión pionera y paradigmática, la 
cual deriva de una demanda en contra de Nevsun Resources, compañía minera canadiense, 
por su supuesta complicidad en el uso de trabajo forzado, esclavitud, tortura, tratos crueles e 
inhumanos, así como crímenes de lesa humanidad en la mina Bisha, la cual es propiedad de 
Nevsun y se encuentra localizada en Eritrea (Lauzon, 2019). El caso se encuentra actualmente 
en conocimiento de la Corte Suprema de Canadá.

La expansión de la inversión minera canadiense en el extranjero ha sido por largo tiempo parte 
de la política exterior del Estado canadiense. Para promover el comercio y las inversiones en el 
exterior, mayoritariamente vinculadas a la extracción de recursos naturales, Canadá ha suscrito 
numerosos tratados de libre comercio con países del continente (TLC). En el caso de Chile, 
este país suscribió en 1997 un TLC con Canadá, el que contiene cláusulas referidas a facilitar el 
comercio de bienes y servicios, así como las inversiones, e incluye acuerdos paralelos sobre el 
medioambiente y las relaciones laborales. Este acuerdo determinó que Canadá se convirtiese 
luego de sus suscripción en la principal fuente de nueva inversión extranjera directa en Chile, 
con inversionistas canadienses presentes principalmente en la minería, con 38 empresas con 
importantes inversiones en el país (Observatorio Ciudadano, 2016). Luego de dos décadas 
de vigencia, dicho acuerdo fue modernizado el 2017, incorporándose nuevos capítulos sobre 
comercio y género (el primero para Canadá), barreras técnicas al comercio y medidas sanitarias y 
fitosanitarias. El nuevo TLC, que en Chile entró en vigencia en Febrero de 2019, incluye, además, 
disposiciones referidas a los derechos laborales y condiciones de vida de trabajadores, así 
como sobre Responsabilidad Empresarial Corporativa (REC), en que se reafirman compromisos 
internacionales en la materia. A fines de 2018, el stock de inversión directa canadiense en 
Chile era de $21.5 mil millones de dólares canadienses, lo que convierte a Chile en el principal 
destino de inversión canadiense en América del Sur y Central y el décimo en todo el mundo. 
Las empresas canadienses están presentes en minería, servicios públicos (electricidad, gas y 
agua), productos químicos, servicios de transporte y almacenamiento y servicios financieros 
(Embajada de Canadá en Chile, s/f ).
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Es importante señalar, además, que el Estado de Canadá ha contribuido de forma directa a 
la presencia de la minería canadiense en la región a través de diversas instancias, como el 
Export Development Canada, que otorga crédito a las empresas mineras que operan en la 
región (Observatorio Ciudadano, 2016), y las embajadas, lo que ha sido constatado por la 
propia CIDH (2015). 

Como se señalara en la introducción, a objeto de recabar la visión del Gobierno de Canadá 
sobre la responsabilidad que dicho Estado tendría en las afectaciones a los derechos humanos 
de la Comunidad Colla de Pai-Ote, como consecuencia de las operaciones asociadas a la faena 
minera La Coipa de Kinross, se solicitó una entrevista a la Embajadora de Canadá en Chile, 
Patricia Peña, la que fue respondida por escrito con fecha 21 de junio de 2018 por la Margot 
Edwards, Comisionada de Comercio de dicha Embajada. En la respuesta de la Sra. Edwards 
al cuestionario elaborado para estos efectos, se da cuenta extensamente de la legislación y 
políticas de Canadá para proteger los derechos humanos en general y los derechos de pueblos 
indígenas en el contexto de grandes proyectos de inversión, tanto dentro de sus fronteras como 
fuera de ellas. Así, junto a la normativa Constitucional –la Carta Canadiense de los Derechos y 
Libertades– se hace referencia en particular a la legislación y jurisprudencia de ese país para 
proteger los derechos de los pueblos indígenas69. En cuanto a las inversiones de empresas 
canadienses que operen en el extranjero, deben respetar los derechos humanos y las leyes 
aplicables a sus operaciones y las insta a adoptar las mejores prácticas, principios voluntarios y 
directrices internacionales en materia de conducta empresarial responsable. Señala:

“El enfoque de Canadá respecto a la inversión responsable de empresas canadienses 
en el extranjero se articula en la Estrategia de Responsabilidad Social Corporativa la 
cual se basa en:
-	 Promover y fomentar ampliamente normas internacionales reconocidas de 

Conducta Empresarial Responsable (CER), incluidos los Principios Rectores de 
la ONU sobre Empresas y Derechos Humanos, los Principios Voluntarios sobre 
Seguridad y Derechos Humanos, y las Directrices para Empresas Multinacionales 
de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE);

- 	 apoyar las iniciativas de CER y la capacitación en las embajadas en el extranjero;
	 promover redes y asociaciones con las partes interesadas (stakeholders);
-	 ayudar a resolver diferencias entre las empresas canadienses y las partes 

afectadas por sus operaciones en el extranjero mediante la prestación de 
asistencia a través de mecanismos de resolución de disputas: El Punto de 
Contacto Nacional (PCN) de Canadá para las Directrices para las Empresas 
Multinacionales de la OCDE y el Defensor del Pueblo “Ombusperson” de 
Canadá para las Empresas Responsables”.

En la misma respuesta de la Embajada de Canadá en Chile se sostiene, además, que para contar 
con el apoyo de promoción comercial internacional del Gobierno de Canadá, las empresas 
canadienses deben firmar una Declaración de Integridad que afirme que no han sido condenadas 
o sancionadas por soborno o corrupción, que no van a participar en actividades ilícitas, y que se 
guían por las mejores prácticas de REC reconocidas internacionalmente. De la misma manera, 

69	 Información disponible en: Government of Canada (2016); Government of Canada, Indigenous and Northern Affairs. (s/f 
a); Government of Canada (s/f b); Government of Canada (2019).
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señala que el TLC con Chile, tanto el suscrito en 1997 como el acuerdo modernizado de 2017 que 
Canadá y Chile ratificaron el 2018, se establecen cláusulas para la protección de los derechos 
humanos, sin darse cuenta específicamente de los derechos de pueblos indígenas.

En dicha respuesta al cuestionario, sin embargo, la Sra. Edwards sostiene que la Embajada 
de Canadá no tiene conocimiento de la afectación de derechos humanos generada por los 
proyectos mineros objeto de esta EIDH. De la misma manera, se afirma que estos proyectos 
no han recibido apoyo financiero del Gobierno de Canadá. No obstante ello, reconoce que la 
Embajada se relaciona con las empresas canadienses en el extranjero, incluyendo en este caso 
a Kinross, por lo que tiene conocimiento de sus proyectos La Coipa y La Coipa Fase 770. También 
afirma que se reúne con las empresas mineras canadienses para promover la política de Canadá 
sobre RSE así como buenas prácticas de las empresas71.

No obstante la legislación y política antes reseñados, y teniendo presente las directrices del 
derecho internacional que establecen la responsabilidad extraterritorial de los Estados en 
materia de derechos humanos, las reiteradas recomendaciones de órganos de tratado del 
Sistema de Naciones Unidas, los informes del Sistema Interamericano de Derechos Humanos 
referidos a la necesidad de que Canadá adopte medidas administrativas para asegurar que 
empresas domiciliadas en sus fronteras no vulneren los derechos humanos cuando actúan en 
el extranjero, incluyendo en particular los derechos de pueblos indígenas, no podemos sino 
concluir que el Estado de Canadá tiene también responsabilidad en la afectación de los derechos 
humanos de la Comunidad Colla de Pai-Ote generados en la operaciones de Kinross, a través de 
su filial chilena Mantos de Oro. Ello, toda vez que, aun cuando no ha otorgado apoyo financiero 
a los proyectos, sí ha promovido las inversiones de empresas mineras como Kinross en Chile a 
través de la suscripción inicial (2007) y modernización (2017) del tratado de libre comercio con el 
Estado de Chile. Dicha responsabilidad encuentra también su fundamento en la demora y hasta 
ahora incapacidad para adoptar medidas legislativas –como lo era el proyecto de ley C-300 
de 2010 rechazado por el Parlamento de Canadá– y administrativas –como el Ombudsperson 
instituido en 2017, recién nombrado en 2019 y aún no operativo–, mecanismos que bien 
podrían haber ayudado a prevenir, reparar y sancionar la afectación de derechos humanos de la 
Comunidad Colla de Pai-Ote por las actividades de Kinross en los proyectos mineros en análisis 
en esta EIDH.

70	 De acuerdo a Margot Edwards: “El Gobierno de Canadá se relaciona con las empresas canadienses operando en el 
extranjero  por medio de sus Ministerios y Embajadas y esto incluye a Kinross. Por lo tanto, tenemos conocimiento de 
gran parte de las inversiones canadienses en Chile en base a la información proporcionada por las empresas sobre sus 
actividades y proyectos. En este sentido, la Embajada de Canadá en Chile tiene conocimiento general de  los proyectos 
mineros la Coipa y La Coipa Fase 7”.  

71	 “La Embajada de Canadá en Chile se reúne con representantes de las empresas mineras canadienses para promover la 
política del Gobierno de Canadá en materia de Responsabilidad Social Empresarial y las directrices internacionalmente 
reconocidas en esta materia. Asimismo, incitamos a las empresas canadienses a  compartir sus mejores prácticas en 
torno a sus operaciones y proyectos en Chile, incluyendo los aspectos sociales y ambientales” (Margot Edwards, 21 junio 
2018).
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d.	 Responsabilidad de la empresa Kinross

Como ha sido señalado, las empresas tienen obligación de respetar los derechos humanos 
(Pilar 2 PR), lo que implica el deber de evitar vulnerar los derechos de las personas y reparar 
las consecuencias negativas de sus actividades, lo que se ha conceptualizado como “la debida 
diligencia” (PR, Principios 11 a 24). En el caso en cuestión, la empresa Kinross, propietaria de 
los proyectos La Coipa y la Coipa Fase 7, ambos objeto de esta EIDH y los que opera a través 
de su filial en Chile Compañía Minera Mantos de Oro, manifiesta un compromiso genérico con 
los derechos humanos, el que se habría aplicado en el caso de estos proyectos. Así, su Gerente 
de Responsabilidad Corporativa y Relaciones Comunitarias, Guillermo Contreras, sostiene en 
respuesta a cuestionario realizado en el desarrollo de esta EIDH:

“Kinross tiene un compromiso permanente con la protección y promoción de 
los derechos humanos desde su rol como empresa minera comprometida con el 
desarrollo económico, social y comunitario de las comunidades donde se desarrollan 
sus proyectos” (Guillermo Contreras, 10 de Julio 2018).

A ello se agrega el compromiso manifestado por Kinross a los Principios Rectores de las 
Naciones Unidas para Empresas y Derechos Humanos, aceptando y asumiendo el catálogo 
de derechos humanos tal como se define en los principales instrumentos de derechos 
humanos72. En cuanto a los pueblos indígenas, Kinross manifiesta un compromiso con la 
normativa internacional referida a estos pueblos, incluyendo entre ellos tanto el Convenio Nº 
169 de la OIT y la Declaración de Naciones Unidas sobre Derechos de los Pueblos Indígenas 
(Guillermo Contreras, 10 de Julio 2018)73.

No obstante los compromisos manifestados por la empresa Kinross con los derechos humanos 
en general y con los derechos de pueblos indígenas en particular, a través de esta EIDH hemos 

72	 De acuerdo al mismo Gerente de Kinross, Guillermo Contreras, los Principios Rectores de Kinross para la responsabilidad 
corporativa, los que indican: “Respetamos los derechos humanos internacionalmente reconocidos, e implementamos 
las mejores prácticas, en particular aquellas relacionadas con seguridad, pueblos indígenas y reclamos”. A ello se agrega 
el Código de Conducta Empresarial y Ética de Kinross que plantea, entre otros aspectos, que “todos los representantes 
Kinross, Proveedores y Agentes respeten los derechos humanos de todos los grupos de interés y comunidades locales 
en las que Kinross desarrolla sus negocios”. Junto a ello, Kinross manifiesta un compromiso con el Pacto Mundial de las 
Naciones Unidas, la Declaración Universal de los Derechos Humanos,  y  los Principios Voluntarios para la Seguridad y 
Derechos Humanos (Guillermo Contreras, 10 de julio de 2018).

73	 De acuerdo a lo señalado por Guillermo Contreras (10 de julio de 2018), los compromisos de Kinross en relación a 
los derechos de pueblos indígenas incluyen: “Llevar a cabo la debida diligencia para identificar a los pueblos 
indígenas y entender donde nuestras actividades podrían afectar sus tierras, derechos o intereses;  Diseñar nuestros 
proyectos para evitar cualquier reubicación física de gente indígena de sus tierras consuetudinarias y seguir los 
estándares internacionales, tales como el estándar de desempeño IFC cinco, para la reubicación cuando no puede ser 
razonablemente evitable;  Consulta libre informada y previa, temprana y voluntaria para buscar soluciones mutuamente 
aceptables para evitar, minimizar o mitigar los impactos adversos antes de comenzar cualquier actividad que pudiera 
causar aquellos impactos;  Compromiso continuo con las comunidades indígenas cerca de nuestras operaciones para 
entender las aspiraciones económicas, sociales y de desarrollo de aquellas comunidades y esforzarse para contribuir 
con su capacidad autosustentable para alcanzar aquellas aspiraciones;  Alentar oportunidades de capacitación y 
desarrollo de negocios local que aumenten la participación de los pueblos indígenas en nuestras actividades como 
empleados y proveedores;  Capacitar a empleados y contratistas que interactúan con personas indígenas para promover 
el entendimiento intercultural y el respeto por los idiomas, costumbres y prácticas tradicionales; y, Mecanismo de 
reclamos a nivel de comunidad y local de acuerdo a nuestro sistema SRP”.
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podido constatar que en el caso de los proyectos mineros La Coipa y La Coipa Fase 7, que esta 
impulsa a través de su filial en Chile Mantos de Oro, no se ha dado cumplimiento a muchos de 
dichos compromisos en la materia.

En efecto, el impulso de dichos proyectos por esta empresa, tal como se constatara previamente 
en esta EIDH, ha resultado en la afectación de, entre otros derechos de la Comunidad Colla de 
Pai-Ote, la igualdad y no discriminación, los derechos sobre la tierra, el territorio y los recursos 
naturales de uso ancestral, el derecho a la consulta previa y al consentimiento libre previo e 
informado, el derecho a decidir su prioridades en materia desarrollo y a controlar su desarrollo 
económico, el derecho al medioambiente, y el derecho a la participación en los beneficios y a 
una compensación justa por los daños provocados por las actividades de la empresa.

Si bien, como también ha sido señalado, la principal responsabilidad en la materia corresponde 
al Estado de Chile así como al Estado de Canadá –país en que la matriz de Kinross está ubicada–, 
la responsabilidad de la empresa no puede omitirse. En efecto, si tomamos como base los PR de 
Naciones Unidas sobre Empresas y Derechos Humanos antes referidos y los cuales la empresa 
asume en sus compromisos, hemos podido constatar que la empresa no se ha abstenido de 
infringir los derechos humanos de la Comunidad Colla de Pai-Ote y tampoco ha hecho frente a 
las consecuencias negativas sobre los derechos humanos en las que tengan alguna participación 
(PR, Principio 11).

La empresa tampoco ha impulsado procesos de debida diligencia en materia de derechos 
humanos. Ello al no desarrollar, como lo establecen los PR, “una evaluación del impacto real y 
potencial de las actividades sobre los derechos humanos” (PR, Principio 17). 

Más allá del compromiso manifestado por Kinross con el respeto de los derechos humanos, la 
falta de debida diligencia de la empresa en este ámbito se evidencia de manera particular en 
la ausencia de una evaluación previa por parte de Kinross de los derechos que, de acuerdo al 
derecho nacional e internacional aplicable, tiene la Comunidad Colla de Pai-Ote sobre sus tierras, 
territorios y recursos en los que se emplazan sus proyectos. De acuerdo a todos los antecedentes 
referidos en este informe, que son de público conocimiento y que la empresa no podía ignorar, 
sus proyectos La Coipa y La Coipa Fase 7 se emplazan en tierras de ocupación tradicional de 
esta comunidad, la que hasta hace poco hacía uso de ellos para sus actividades de pastoreo 
trashumante. Se trata de tierras que, por lo mismo, de acuerdo a la normativa aplicable, son de 
propiedad de dicha comunidad, debiendo haberles sido titulados por el Estado. 

Tal como señala el anterior Relator Especial de la ONU sobre Derechos Humanos y Libertades 
Fundamentales de los Indígenas, James Anaya, la debida diligencia de las empresas en el caso 
de los derechos de los pueblos indígenas sobre sus tierras, territorios y recursos implica que 
estas no pueden considerar la ausencia del reconocimiento oficial de la propiedad indígena 
sobre ellas como una excusa para su desconocimiento. De la misma manera, afirma el Relator 
Especial Anaya, la mera existencia de dichos grupos en las áreas geográficas donde piensan 
desarrollar sus actividades, debería ser asumida como una presunción de que estos poseen 
algún tipo de derechos sobre ellas (Anaya, 2010, párr. 53 a 59). 
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No obstante ello, como hemos visto en esta EIDH, Kinross desde el inicio de su presencia en el 
área desde 2007 al adquirir la totalidad de los derechos sobre la mina La Coipa, y más tarde, 
a contar de 2015 en las distintas presentaciones al Estado destinadas a obtener la evaluación 
ambiental de las distintas operaciones del proyecto La Coipa Fase 7, ha actuado sobre la base 
de la presunción de que no existe afectación alguna de derechos territoriales de comunidades 
collas. Así, la empresa ha manifestado reiteradamente en dichas presentaciones que en el 
área de influencia de su proyecto no existían comunidades collas, desconociendo con ello 
absolutamente los impactos de su actividad sobre tierras y recursos de ocupación tradicional 
en ellas existentes.

Dicha premisa, que la empresa habría identificada como equivocada si hubiese impulsado un 
proceso de debida diligencia, incidió en que los órganos del Estado, que también, como vimos, 
omitieron su responsabilidad, evaluaran las distintas propuesta de Kinross de su proyecto La 
Coipa Fase 7 a través de una simple DIA y no mediante un EIA, y como consecuencia de ello, 
omitieran el desarrollo de un proceso de consulta previa en relación a ellos.

Otro ámbito en que la responsabilidad de la empresa es grave, es el de la ausencia de 
compensación por los daños provocados por sus operaciones mineras a la Comunidad Colla 
de Pai-Ote, en particular por la contaminación con mercurio de acuíferos sensibles para 
la comunidad, con la consiguiente afectación que ello ha tenido para el desarrollo de sus 
actividades trashumantes de crianza de animales propias de su cultura. Ello se ve manifestado 
nítidamente en las afirmaciones del Gerente de Kinross, Guillermo Contreras, quien consultado 
sobre la compensación a las comunidades por la afectación a sus derechos humanos que 
sus actividades pueda haber provocado por sus operaciones, sostuvo: “[n]o se ha producido 
afectación a los derechos humanos de estas comunidades, por lo que no ha sido necesario 
compensar” (Guillermo Contreras, 10 de Julio de 2018).

Tal como se señalara en esta EIDH, las afectaciones al medioambiente de las comunidades 
collas, incluyendo la Comunidad Colla de Pai-Ote, fueron denunciadas por la Comunidad Colla 
de Pai-Ote a la SMA en 2015. Los incumplimientos de los permisos ambientales de la empresa 
llevaron a la SMA a formular diversos cargos, algunos de ellos graves, incluyendo deficiencias 
en el sistema de monitoreo y concentraciones de mercurio por sobre los niveles permitidos 
en algunos efluentes. Como consecuencia de dicha denuncia, y no de otra circunstancia, la 
empresa debió hacerse cargo de tales afectaciones a través de acciones que la SMA solo dio por 
satisfechas en 2019 (SMA, Resolución Exenta N° 916 de 27 de junio de 2019).

Demostrativo, además, de la responsabilidad de la empresa en la afectación de derechos 
humanos derivada de la contaminación del territorio de las comunidades collas son los 
acuerdos “voluntarios” suscritos por la empresa con comunidades aledañas. En dichos 
acuerdos, de los que la Comunidad Colla de Pai-Ote se marginó por las razones señaladas, se 
incluyó el monitoreo ambientales de agua y polvo, cuestión que carecería de sentido si los 
proyectos mineros de la empresa no hubiesen generado contaminación ambiental (Guillermo 
Contreras, 10 de julio de 2018).
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Finalmente, si bien la empresa da cuenta de la existencia de mecanismos de reclamación74, estos 
parecen no haber sido eficaces para hacerse cargo de las afectaciones y reparación a los derechos 
humanos de las comunidades collas, como disponen los PR (PR, Pilar 3, Principio 30). Ello, toda 
vez que la comunidad de Pai-Ote recurrió en el año 2012 por escrito tanto ante los representantes 
de la empresa en Chile como en Canadá como en forma verbal a sus representantes en Chile, 
derivándose estos unos a otros, sin recibir en definitiva acogida favorable ni reparación. En 
sus reclamos, la Comunidad Colla de Pai-Ote representó a la empresa la grave afectación de 
sus aguas de uso tradicional, tanto por su contaminación como por su desecamiento, como 
consecuencia de la expansión de proyectos mineros. También representó a la empresa los malos 
tratos y la persecución de la que había sido objeto Ercilia Araya como dirigente de la comunidad. 
La ausencia de una respuesta y reparación frente a los daños provocados contradice lo señalado 
por los representantes de la empresa y permite concluir que esta no ha dado cumplimiento a lo 
establecido por los Principios Rectores de Naciones Unidas en la materia. 

74	 De acuerdo al Gerente Guillermo Contreras, Kinross cuenta con un sistema de recepción de reclamos (Ver la Política de 
Denuncias en www.kinross.com),  que permite abrir  una investigación local y cuyos resultados deben ser reportados a 
la matriz de la Compañía en Toronto, Canadá. Se trata de un mecanismo que cualquier  persona puede utilizar a través 
de la comunicación directa con la Gerencia de Responsabilidad Corporativa, o a través de cualquier funcionario de esta.  
Este tendría como objetivos “Identificar asuntos en una etapa inicial, de manera que se puedan manejar antes de que 
escalen; Construir confianzas abordando las inquietudes en forma transparente, oportuna y razonable; y en aquellos 
casos que haya habido un impacto, abordar el asunto de manera expedita. Las quejas que impliquen un impacto 
concreto deben ser abordadas e investigadas durante el trimestre en curso, en caso de que no se puedan abordar en el 
periodo de tiempo señalado, debe ser debidamente respaldado y señalado al corporativo” (Guillermo Contreras, 2018).
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RECOMENDACIONES

Al Estado de Chile:

•	 Garantizar la protección de los derechos de la Comunidad Colla de Pai-Ote a la tierra, al 
territorio y a los recursos naturales de uso y ocupación tradicional a través de su saneamiento, 
titulación y consiguiente registro, incluyendo las aguas que alimentan los sistemas de vegas 
y bofedales de uso y ocupación ancestral de esta comunidad hoy en poder de Kinross y 
otras empresas mineras, en base a lo establecido por la legislación nacional e internacional 
aplicable en el país.

•	 Asegurar el ejercicio del derecho a la consulta previa de la Comunidad Colla de Pai-Ote 
ante las medidas administrativas referidas al desarrollo del proyecto minero La Coipa Fase 
7 de Kinross, considerando, en este caso, y dada la gran escala del proyecto y la magnitud 
de su impacto en la comunidad, el derecho que esta tiene a dar o no su consentimiento 
previo, libre e informado respecto a dichas medidas. En este sentido, resulta fundamental 
modificar el artículo 86 del actual reglamento del SEIA, contenido en el Decreto Supremo 
Nº 40/2013 del Ministerio del Medio Ambiente, con el objetivo de eliminar la asimilación 
entre el término “susceptibilidad de afectación directa”, exigida por el Convenio Nº 169 de 
la OIT para hacer exigible la obligación de consulta previa, y el de “impactos significativos” 
del artículo 11 de la LBGMA. Como se dijo, lo anterior supone imponer una exigencia de 
magnitud a la susceptibilidad de afectación directa, que desfigura dicho concepto y no es 
requerido por el Convenio Nº 169 de la OIT.

•	 Asegurar el ejercicio del derecho de la Comunidad Colla de Pai-Ote a mantener sus formas 
de vida material y cultural y su economía tradicional conforme a su derecho a la libre 
determinación, a la autonomía y el derecho que le asiste a definir sus propias prioridades en 
materia de desarrollo.

•	 Garantizar el desarrollo de evaluaciones de impacto ambiental independientes, con 
participación de las comunidades collas susceptibles de ser afectadas, entre ellas la 
Comunidad Colla de Pai-Ote, respetando su cultura, conforme al derecho internacional 
aplicable, a fin de permitir la adecuada valoración de la incidencia social, espiritual, cultural 
y ambiental que tienen proyectos como La Coipa y La Coipa Fase 7. Dichas evaluaciones 
deben tener siempre como finalidad la preservación y protección de la relación especial 
que tienen comunidades con sus territorios y recursos de los cuales dependen sus sistemas 
de vida y culturas, debiendo el Estado adoptar las medidas necesarias para asegurar el 
cumplimiento de esos deberes especiales de protección.

•	 Evaluar los impactos sinérgicos y acumulativos que las diversas extracciones de agua están 
teniendo sobre los acuíferos que alimentan los sistemas de humedales altoandinos que 
forman parte del Sitio Ramsar Complejo Lacustre Laguna del Negro Francisco y Laguna Santa 
Rosa, y que han sido utilizados desde tiempos inmemoriales por diversas comunidades 
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collas en sus actividades tradicionales de pastoreo, entre ellas la Comunidad Colla de Pai-
Ote, con la participación de estas, respetando sus tradiciones y cultura, y compartiendo sus 
resultados con las comunidades a fin de que puedan tomar una decisión informada. 

•	 Revisar y adecuar, a través de los órganos colegisladores (ejecutivo, legislativo y órgano 
constituyente a ser electo el 2020), la Constitución Política, la legislación y reglamentación, 
en particular aquella referida a los derechos sobre los recursos naturales como el agua, los 
recursos del subsuelo que se encuentren en tierras de pueblos indígenas, así como aquella 
referida al derecho de consulta de los pueblos indígenas frente a medidas administrativas 
y legislativas susceptibles de afectarles directamente, y la legislación ambiental (Ley 19300 
de 1994 modificada por Ley N 2417 de 2010), incluido el Decreto Supremo 40 de 2013 que 
regula el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, de modo de asegurar la protección 
de los derechos humanos frente a las actividades que empresas como Kinross impulsan en 
tierras y territorios indígenas.

•	 Revisar y adecuar los mecanismos judiciales y administrativos existentes en el ordenamiento 
jurídico, de modo de asegurar que ellos permitan una protección efectiva de los derechos 
de pueblos indígenas en el contexto de la actividad de las empresas, así como la reparación 
las violaciones a los mismos derechos cuando estas ocurran.

•	 Garantizar que los tratados de libre comercio y acuerdos bilaterales de inversión suscritos 
por el Estado, como el tratado de libre comercio celebrado con Canadá, no limiten las 
posibilidades de los pueblos indígenas, como el Pueblo Colla, de ejercer los derechos 
humanos que les han sido reconocidos por el ordenamiento nacional e internacional.

•	 Establecer exigencias de derechos humanos como requisito para el otorgamiento de 
autorización para inversiones extranjeras referidas a proyectos de inversión en tierras 
y territorios indígenas, identificando mecanismos para monitorear el cumplimiento de 
estas exigencias.

•	 Implementar de manera efectiva el Plan de Acción Nacional de Empresas y Derechos 
Humanos del Estado de Chile (2017-2019), en particular en los compromisos referidos al 
deber de proteger los derechos humanos que corresponde al Estado, y el deber de respetar 
los mismos derechos que corresponde a la empresa.

Al Estado de Canadá, donde se encuentra domiciliada Kinross, así como 
diversas otras empresas que impulsan actividades en tierras y territorios del 
Pueblo Colla:

•	 Asumir de manera efectiva sus obligaciones extraterritoriales (ETO) en materia de derechos 
humanos, asegurando, a través de la adopción de legislación y de medidas administrativas, 
que las empresas domiciliadas en Canadá que operan en el exterior, como es el caso de 
Kinross, no impacten negativamente los derechos humanos de las comunidades afectadas 
por sus proyectos de inversión, incluyendo los derechos de los pueblos indígenas.
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•	 Asegurar que el Ombudsman recientemente establecido por Canadá, así como los 
mecanismos judiciales existentes, hagan posible la reclamación efectiva de la responsabilidad 
de las empresas domiciliadas en Canadá que violan los derechos humanos fuera de ese país, 
cuando ello ocurra, garantizando la justicia y la reparación.

•	 Asegurar que los acuerdos comerciales, incluyendo tratados de libre comercio y acuerdos 
bilaterales de inversión que Canadá suscriba con otros Estados, no contengan disposiciones 
que pueden incidir, directa o indirectamente en la restricción de los derechos humanos de 
los pueblos indígenas.

•	 Abstenerse de otorgar apoyo a través de su Embajada en Chile, o de otros medios a los 
proyectos mineros como La Coipa Fase 7 de la empresa Kinross.

A la empresa Kinross:

•	 Abstenerse de seguir infringiendo, tanto a través del accionar de sus casas matrices en 
Canadá como de sus filiales en Chile, los derechos humanos de la Comunidad Colla de Pai-
Ote reconocidos en el derecho nacional e internacional aplicable.

•	 Respetar la voluntad de la Comunidad Colla de Pai-Ote en relación a los proyectos de 
inversión en sus tierras y territorios y a sus planes de vida, voluntad expresada en forma 
previa, libre e informada.

•	 Reparar por medios efectivos los impactos adversos que sus actuaciones han tenido hasta 
ahora en los derechos de la comunidad, en particular los derechos sobre sus tierras y aguas 
de uso y ocupación tradicional afectadas por la contaminación.

•	 Impulsar procesos de debida diligencia en forma previa a sus proyectos de exploración y 
explotación, haciendo evaluación del impacto real y potencial de sus actividades sobre 
los derechos humanos del Pueblo Colla en general y de la Comunidad Colla de Pai-Ote en 
particular.

•	 Establecer mecanismos que aseguren que las comunidades que otorguen su consentimiento 
libre, previo e informado respecto a sus proyectos mineros puedan participar de los 
beneficios por estos generados, evitando los apoyos materiales orientados a lograr la 
adhesión de dichas comunidades a sus proyectos.

•	 Revisar y reforzar sus mecanismos internos de reclamación frente a las afectaciones a los 
derechos humanos de aquellas comunidades en que opera, en esta caso las comunidades 
indígenas del Pueblo Colla, de modo de posibilitar que mediante ellos se pueda obtener 
reparación efectiva frente a los abusos a estos derechos en que estas hayan incurrido, ya sea 
directa o indirectamente.
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ANEXO 1

Entrevistas y reuniones realizadas

Nº Fecha Entidad u organización Nombre entrevistad@ Función o cargo

1. 15/09/2017 Comunidad Colla de Pai-Ote Ercilia Araya Altamirano
Presidenta de la 
Comunidad

2. 16/09/2017 Comunidad Colla de Pai-Ote Segundo Araya Bordones Comunero

3. 3/02/2018 Comunidad Colla de Pai-Ote Ercilia Araya Altamirano
Presidenta de la 
Comunidad

4. 7/5/2018

Embajada de Canadá en Chile 
(solicitud de entrevista)

Cuestionario respondido el 
21/06/2018

Patricia Peña

Margot Edwards

Embajadora

Comisionada de 
Comercio de la 
Embajada

5. 4/06/2018

Kinross Gold Corporation

Cuestionario respondido el 
10/07/2018

Guillermo Contreras, 
Cristina Fernández y 
Ximena Matas

Guillermo Contreas

Representantes de 
Kinross.
Gerente de 
Responsabilidad 
Corporativa 
y Relaciones 
Comunitarias 

6. 23/01/2020 Comunidad Colla de Pai-Ote

Ercilia Araya Altamirano 
y treinta representantes 
de la Comunidad en 
Copiapo

Presidenta e 
integrantes de la 
Comunidad



El presente trabajo da cuenta de los impactos en derechos humanos de proyectos 
mineros desarrollados por empresas canadienses en el territorio de ocupación 
tradicional del Pueblo Colla (Región de Atacama, Chile). Dado que existen al menos 
seis proyectos mineros actualmente en desarrollo  por estas empresas en el territorio 
del Pueblo Colla (tres en fase de explotación y tres en fase de exploración), en el se  
hace una evaluación de impacto en derechos humanos (EIDH) en profundidad de los 
proyectos La Coipa y La Coipa Fase 7 (los cuales conforman una unidad productiva) 
de la empresa Kinross Gold Corporation de Canadá, a través de su filial chilena 
Compañía Minera Mantos de Oro, centrándose en el caso de la Comunidad Colla de 
Pai-Ote.

Esperamos que esta EIDH aporte antecedentes a los tomadores de decisiones, 
tanto de los Estados como de la empresa involucrada, y a sus inversores, sobre los 
impactos en derechos humanos que los proyectos mineros aquí analizados han 
tenido en los derechos de los pueblos indígenas, en este caso la Comunidad Colla de 
Pai-Ote. Esperamos, además, que pueda ser de utilidad para dicha Comunidad para 
el reconocimiento y protección de su territorio de ocupación tradicional, y de sus 
formas de vida tradicional.


